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ANDALUCÍA, 28 DE JULIO 2022 

 

RECLAMACIONES FUNDAMENTALES DE ANDALUCÍA 

AL GOBIERNO DE ESPAÑA 

 

1. MODIFICACIÓN DEL SISTEMA DE FINANCIACIÓN AUTONÓMICA Y 

APROBACIÓN DE UN FONDO TRANSITORIO DE NIVELACIÓN  

Sigue sin avanzarse en la necesaria reforma del sistema de financiación y la 

adopción de medidas transitorias compensatorias por el Gobierno de España.  

El actual sistema de financiación autonómica adolece de un doble desequilibrio:  

• Vertical: evidenciado en una insuficiencia global del sistema, pues no aporta 

a las CCAA los recursos suficientes para las coberturas de los niveles reales 

de prestación de los servicios públicos fundamentales de las competencias 

que han sido transferidas.  

• Horizontal: en el reparto de los recursos entre CC.AA, evidenciado por 

enormes diferencias en la financiación recibida por habitante ajustado, que 

en el caso de Andalucía se cifra en una horquilla de entre 800 y 1.000 M€ 

anuales por debajo de la media de las CCAA, acumulando un déficit entre 

2009 y 2022 superior de 11.200 M€ - sin tener en cuenta los fondos Covid 

2020- y que sería aún mayor si se tuviese en consideración la población de 

derecho-población INE- (infrafinanciación de unos 1.400 M€, acumulando en 

el periodo una pérdida superior a los 18.000 M€).  

En 2020 (último año liquidado), Andalucía recibió 965 M€ menos de lo que le 

hubiera correspondido por el criterio de población ajustada, es decir, 116 euros 
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menos por habitante. Con el criterio de población real, recibió 1.416 M€ menos, 

es decir, 167 euros menos por habitante. Todo ello, incluyendo Fondos Covid y 

financiación autonómica. 

El Gobierno de España está postergando la reforma. En el verano de 2018 

dijeron que no daba tiempo a acometerla; en febrero de 2020 dijeron que en 

otoño de ese año tendríamos un “esqueleto” y a finales de 2021 (diciembre) lo 

único que se puso encima de la mesa ha sido un documento técnico para abrir 

debate sobre la metodología de los indicadores, pero sin aportar datos que 

permitan visualizar la foto global del sistema. 

Este retraso, junto con la no adopción de medidas compensatorias es muy lesivo 

para nuestros interese (y para C. Valenciana, Murcia, y Castilla la Mancha). 

Solicitamos:  

➔ La reforma del sistema de financiación autonómica para corregir la 

infrafinanciación global del sistema y así como el desequilibrio en el reparto 

entre CC.AA que afecta negativamente a Andalucía al proporcionarle menos 

recursos que la media de las CCAA. 

➔ En tanto se consensúe y apruebe dicha reforma, el Gobierno de España 

debe crear un fondo transitorio de nivelación prorrogable automáticamente 

hasta la entrada en vigor de un nuevo sistema que equipare a las CC.AA 

peor financiadas en términos de habitante ajustado con la media nacional. 

De esta forma, se corrige el desequilibrio horizontal (entre CCAA) de los 

recursos del sistema de financiación que padecen las autonomías que 

reciben una financiación por debajo de la media, sin perjudicar al resto. 
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2. MEJORA DE LA COORDINACIÓN Y COLABORACIÓN ECONOMICA 

FINANCIERA DEL ESTADO CON LAS CCAA. URGE CONOCER LOS 

RECURSOS FINANCIEROS CON LOS QUE CONTARÁN LAS CCAA PARA 

2023 Y LA FINANCIACION DEL MRR 

Las CCAA y las entidades locales necesitamos que el Gobierno cumpla con sus 

obligaciones y nos comunique cuáles serán los recursos con los que vamos a 

contar en 2023 para confeccionar nuestros presupuestos. 

La Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 

obliga al Gobierno a hacer público y presentar al Congreso antes del 30 junio la 

propuesta de objetivos y un límite de gasto no financiero para el ejercicio 

siguiente, el Informe el Informe de Situación de la Economía Española 2022.  

Tras la celebración del CPFF del 27 de julio lo único que se conoce es la 

referencia del déficit para el año 2023 (-0,3%).  

Se observa por tanto un retraso considerable y una falta de información 

manifiesta que dificulta la programación presupuestaria al resto de 

administraciones. 

Esto se agrava por las escasas convocatorias que el Ministerio de Hacienda 

realiza del Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), dado que en 2019 no 

se reunió, y en 2020 sólo se reunió en dos ocasiones, en febrero antes del inicio 

de la Covid y el 5 de octubre (el reglamento fija un mínimo de dos reuniones al 

año), en 2021 sólo se reunió en una ocasión el 28 de julio, y por fin el 27 de julio 

un año después se ha reunido de nuevo. 

Aquí en Andalucía vamos a tener un gobierno estable que aprobará 4 

presupuestos, pero para ello necesitamos que el Gobierno de la Nación, en el 

Consejo de Política Fiscal y Financiera convocado para el miércoles 27 de julio 

nos hubiese comunicado los datos básicos para confeccionar nuestros 

presupuestos: 
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• la liquidación del año 2021, 

• las consecuencias sobre los ingresos de las CC.AA. de las medidas de 

ingresos que está adoptando el Gobierno y que afectan a los tributos 

compartidos. (Por ejemplo, la reducción del IVA de la electricidad y de las 

mascarillas) 

• las intenciones del Gobierno para la reforma del sistema de financiación, 

o si transitoriamente habilitará un fondo compensatorio tal y como 

venimos solicitando, 

• el reparto de los fondos adicionales asignados a España por la Comisión 

Europea en el marco del MRR. Desconocemos la decisión del Gobierno 

de la Nación sobre los más de 80.000 euros concedidos en préstamos del 

Mecanismos de Recuperación y Resiliencia y de los que el ejecutivo 

nacional aún no ha dispuesto, ni comunicado el destino de estos.     

• la gestión de los fondos MRR, cumplimiento de hitos y objetivos. Impacto 

de la inflación en la gestión de los fondos. 

Solicitamos con urgencia que se celebre una reunión específica en el seno del 

Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF) para abordar la reforma del 

sistema de financiación autonómica y un fondo transitorio de compensación 

mientras se elabora el nuevo modelo. 
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3. MESA BILATERAL GOBIERNO DE ESPAÑA Y ANDALUCÍA PARA EL 

DIALOGO Y LA COMPENSACIÓN 

El Gobierno de España ha concedido a la Comunidad Autónoma de Cataluña un 

trato preferente por encima del resto de CCAA al acceder a crear una “Mesa de 

Diálogo y Negociación” al margen tanto de la Comisión Bilateral Generalitat- 

Estado que ya contempla el artículo 183 Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de 

reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, como del resto de Comisiones 

Bilaterales de Cooperación que recogen los distintos Estatutos de Autonomía y 

la  Ley la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico de sector público, en 

su artículo 153.  

En el caso del Estatuto de Andalucía (Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de 

reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía), el artículo 220 regula la 

Comisión Bilateral de Cooperación Junta de Andalucía - Estado. 

El Gobierno de la Nación no está ejecutando en Andalucía la inversión que 

presupuesta. El informe de la IGAE sobre la Distribución Territorial de la 

Inversión del Sector Público Estatal desvela un porcentaje muy bajo de ejecución 

de la inversión estatal en Andalucía en 2021:  se presupuestaron 2.039 M€ para 

Andalucía, pero lo invertido realmente fueron 853,8 M€ (41,9%), siendo la tercera 

región más perjudicada por la falta de inversión real respecto a lo presupuestado.  

De otra parte, no ha mostrado interés en abordar la necesaria reforma del 

sistema de financiación y ha postergado cualquier avance.  

Solicitamos que al igual que se ha concedido para Cataluña, se cree una Mesa 

entre la Junta de Andalucía y el Gobierno de España para evaluar la financiación 

injusta que padece Andalucía desde 2009, cuantificar el déficit de financiación, 

acordar los mecanismos de nivelación y compensación de esos fondos, así como 

analizar las inversiones del Estado en Andalucía y su impacto en la cohesión 

territorial y la convergencia socioeconómica.  
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4. COOPERACIÓN PARA EL DISEÑO DE LAS MEDIDAS Y POLÍTICAS A 

EJECUTAR CON CARGO AL NEXT GENERATION UE  

El Gobierno de Pedro Sánchez sigue sin aplicar una verdadera cogobernanza 

para la inversión de los fondos del Next Generation.  

Elaboró y presento ante la Comisión Europea un PRTR decidido de manera 

unilateral, sin dar participación en el diseño ni a las CCAA, ni a las Corporaciones 

Locales, para posteriormente convertirlas (a CCAA y Aytos.) en meras gestorías 

que se tienen que encargar de ejecutar una parte del Plan sin ningún margen de 

decisión sobre el diseño de las políticas. 

El PRTR diseñado en solitario por el Gobierno de Sánchez, será ejecutado por 

convocatorias de subvenciones realizadas por los Ministerios, por el desarrollo 

de Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica 

(PERTES), convenios y licitación de contratos, así como por convocatorias de 

subvenciones y licitaciones que realizarán las CCAA y las Entidades Locales en 

base a lo dictado por los Ministerios (hitos, objetivos y calendario). 

La ejecución está siendo muy lenta y así lo certifican los informes del Banco de 

España, la Airef, y la CEOE.  

No hay transparencia con respecto a los datos de ejecución (también el Banco 

de España, la Airef y la CEOE, vienen alertando de ello), dado que los últimos 

informes muestran los movimientos de fondos entre administraciones 

(transferencias administración central a CCAA) pero no el desembolso de las 

ayudas a la economía real (empresas y familias). 

Durante los últimos meses, de acuerdo con el Banco de España el impacto real 

en 2021 no ha llegado ni a 0,3 puntos de PIB. Y prevé que en 2022 no llegue a 

1,2 puntos, esto es unos 13.000 millones, frente a los más de 40.000 

presupuestados para los dos primeros años. 
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La situación es tan caótica que la aplicación informática de gestión del Plan el 

llamado “CoFFEE” sólo está habilitado para los Ministerios y para las CCAA y 

los Aytos. aún no funciona. (Debería estar funcionando desde octubre de 2021) 

Ante la falta de transparencia del Gobierno de la Nación, desde Andalucía hemos 

venido recopilando información de detalle de todas y cada una de las 

conferencias sectoriales que han aprobado financiación a las comunidades 

autónomas. Con nuestros datos se puede indicar que a fecha 5 de julio de 2022: 

El conjunto de las conferencias sectoriales solamente ha mostrado la voluntad 

de territorializar entre 2021 y 2023 25.592 M sobre un total de 69.528 M.  

Pero de esta voluntad, solamente se han producido actos jurídicos (provisionales 

o definitivos) por 22.083M.  De esta forma, podemos observar que solo un 36,8% 

exclusivamente del Plan se gestionará al parecer por las Comunidades 

Autónomas con datos conocidos hasta la fecha, y de este importe, solo se han 

acordado distribuciones por el 31,7%.  

Por tanto, desconocemos que destino final que tendrá el 68% de los 69.528 

millones aprobados en transferencias directas (y que gestionará directamente el 

Gobierno central), y desconocemos también que previsiones de uso e inversión 

contempla el gobierno con los más de 80.000 millones de préstamos habilitados. 
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5. DISTRIBUCION FONDOS NEXT GENERATION Y FONDOS RETECH 

A día de hoy, liderado por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 

Digital, se han diseñado  las distintas líneas que se quieren impulsar en el ámbito 

tecnológico y de transformación digital, y la realidad es que muchas de ellas no 

se ajustan a las necesidades territoriales de Andalucía, y otras sí lo hacen ya 

que estaban previstas para ser ejecutadas con otros fondos europeos (FEDER), 

lo que nos han obligado a reprogramar las acciones ya previstas, provocando 

más retrasos para el comienzo de las mismas.  

En estas fechas, tanto Andalucía como otras CCAA estamos viviendo cómo 

determinadas líneas impulsadas (o impuestas) por el Gobierno de España no 

son interesantes para el tejido empresarial del territorio, por lo que se demuestra 

que la falta de participación de las CCAA va a producir que la gestión de estos 

fondos europeos no sea todo lo óptima que podría haber sido. 

Con respecto a los Fondos RETECH, compartimos que se utilice como una 

herramienta de cohesión territorial al ser necesario la colaboración de al menos 

2 CCAA para poder ejecutarlas, pero por otro lado también hemos echado en 

falta la posibilidad de proponer líneas de acción que dinamicen nuestro tejido 

empresarial tecnológico, y no sólo aquellas líneas que ha propuesto el Gobierno 

de España. 

Además, se nos solicita una financiación mínima de un 25%, cuando la 

aportación del Gobierno de España proviene íntegramente de los Fondos del 

Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y en cambio a las CCAA se nos 

solicita fondos propios o compatibles con éstos. 
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6. POLÍTICA HÍDRICA  

La política hídrica es fundamental para el futuro de Andalucía, tanto ligada al 

abastecimiento humano como a los usos agrícolas, ganaderos, etcétera. 

Seguimos reclamando al Gobierno de España la realización de las 

infraestructuras hídricas declaradas de interés general de Estado y que son 

fundamentales para una comunidad que, desde hace tiempo, viene sufriendo los 

graves efectos de la sequía y la falta de agua. 

Pedimos al Gobierno de España que utilice los fondos Next Generation para 

acometer de forma inminente infraestructuras hídricas que son más que 

necesarias.  

La Consejería de Agricultura pidió al Gobierno de España en la última 

Conferencia Sectorial (julio 2022) que convocase de forma inmediata la Mesa 

Nacional de la Sequía para abordar la situación actual de grave déficit hídrico 

que sufren las cuencas, así como para fijar medidas de emergencia para el 

sector agrícola y ganadero junto a las CCAA de España para paliar la situación.  

Desde Andalucía, ya hemos advertido que la situación es muy preocupante, ya 

que se ha percibido una reducción del 47% de la pluviometría con respecto al 

año anterior. Es por ello que entendemos que, junto a las CCAA, el Estado debe 

generar nuevos recursos hídricos mediante la combinación de distintas políticas 

como los trasvases, la desalación y un mayor uso de aguas regeneradas 

Andalucía ha puesto en marcha dos Decretos de Sequía por valor de 145 M€ 

para realizar obras que precisa nuestro sector agroalimentario mientras que el 

Gobierno de España sólo ha establecido en su único Decreto de Sequía 9M€ 

para la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir. 

Andalucía precisa que esa cantidad se incremente por parte del Estado y que 

éste se comprometa a realizar sus obras.  
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Las actuaciones más urgentes que venimos reclamando son la Presa de Alcolea, 

el trasvase Tinto-Odiel-Piedras, Iznájar, el mantenimiento del Tajo-Segura, así 

como el desdoble del túnel de San Silvestre, las conducciones de Rules, 

ampliación de las Desaladoras de Almería y el inicio de aquellas depuradoras 

que siendo del Estado se encuentran en el punto de mira de Europa por el 

procedimiento sancionador. 

 

7. REGADÍOS DE DOÑANA  

Desde el Gobierno de Andalucía siempre hemos mostrado un firme compromiso 

con Doñana, del que son ejemplo la inversión de 24 M€ en la restauración del 

incendio de 2017 y mejora de sus hábitats o el incremento el 30% la inversión 

en el parque nacional. 

Apostamos por el diálogo para encontrar consenso sobre la Ley para la 

Ordenación de los Regadíos Corona Norte. 

Estamos ante un problema que se remonta al año 2014, en el que se dejó fuera 

de la regularización a cientos de agricultores y no se respondieron a 5.000 

alegaciones presentadas.  

La solución a la problemática está en ejecutar las infraestructuras de aguas de 

interés general del Eº para llevar agua superficial al Condado, relativas al 

cumplimiento del trasvase, y en concreto, el desdoblamiento del túnel de San 

Silvestre, la presa de Pedro Arco, la terminación de la presa de Alcolea, el canal 

de Trigueros y la ampliación de los bombeos de Bocachanza. 
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8. ACOMETER UN REPARTO CON JUSTICIA Y EQUIDAD DE LOS FONDOS 

NEXT-GENERATION: TRANSPORTE E INFRAESTRUCTURAS DE 

MOVILIDAD  

El reparto de los fondos de Recuperación y Resiliencia de la Unión Europea para 

transporte y movilidad, los Next Generation, para infraestructuras ha resultado 

insuficiente. A Andalucía apenas le han correspondido bajo la consideración de 

un criterio de población, unos 180 millones de euros, sobre los 11.200 M€ con 

los que cuentan estos fondos de recuperación para invertirlos en materia de 

transporte e infraestructuras de movilidad, según informó el Ministerio que dirigía 

Ábalos. Las 17 comunidades autónomas gestionarán sólo 1.010 millones de 

euros. Menos del diez por ciento del total de estos fondos europeos, una cantidad 

ridícula. 

El Gobierno de España debería haber realizado una distribución justa y 

equitativa en función de la representatividad y de las necesidades de las 

Comunidades Autónomas dentro del Estado. 

Es necesario recordar que, a finales de 2020, el Gobierno andaluz remitió al 

Gobierno de España 151 proyectos valorados en más de 35.000 millones para 

su inclusión en los Next Generation, de los que más de 4.000 millones eran para 

proyectos de transporte metropolitano y movilidad de competencia autonómica, 

cuatro veces más de lo que el Estado va a repartir entre las 17 comunidades 

autónomas.  

Realizado el reparto, estamos obligados a seguir mostrando preocupación por la 

falta de concreción de a qué proyectos irán los 2.988 millones de euros que el 

Estado destinará a los corredores ferroviarios, dentro de nuestra la comunidad 

andaluza, que además se encuentran en una fase muy atrasada, motivo de 

preocupación en la UE. Corredores Mediterráneo y Central que tienen su vértice 

en Algeciras, la puerta de Europa. 
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También le corresponde al Gobierno de España tomar importantes decisiones y 

esperamos indicaciones del Ministerio para de poder contar con financiación de 

los préstamos Next Generation. 

A España le corresponderían casi 85 mil millones de euros y el Gobierno de 

España no ha solicitado ni un solo euro. 

Entendemos que es una oportunidad muy importante que España no debe dejar 

pasar y podría emplearse para resolver definitivamente el importante déficit en 

infraestructuras tan necesarias en Andalucía. 

Otros países ya cuentan con estos préstamos como Italia que ha solicitado 122 

mil millones o Polonia 12 mil millones o Portugal 2.700 millones. 

Estamos preparados para gestionar más fondos que hagan posibles proyectos 

largamente demandados en la comunidad. 
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9. EJECUCIÓN DE LAS GRANDES INFRAESTRUCTURAS VIARIAS Y 

FERROVIARIAS DE COMPETENCIA ESTATAL EN ANDALUCÍA QUE ESTÁN 

PENDIENTES 

Seguimos insistiendo en la necesidad de llevar a cabo estas infraestructuras, 

fundamentales para la vertebración y la cohesión territorial de Andalucía:  

➔ SE-40: urge completar a autovía de circunvalación de Sevilla, 

desbloqueando el cruce del río Guadalquivir, mejorando la comunicación 

entre las provincias de Cádiz y Huelva y aliviando la SE-30. 

➔ Completar la variante oeste de Córdoba. 

➔ Continuación del tercer carril de la A-49 entre Huelva y Sevilla.  

➔ GR-43, autovía de acceso a Granada, aunque se ha adjudicado el tramo 

pendiente de ejecutar desde Atarfe a Granada, aún queda pendiente el 

resto de esta autovía que unirá Córdoba con Granada. 

➔ Conexión de A-7 con A-92 en Almería. (licitada)  

➔ Integración AVE Almería: forma parte del Corredor Mediterráneo 

donde CFIOT participa económicamente y contemplamos la inversión total 

de integración incluso la nueva estación AVE.  

➔ AVE Huelva-Sevilla: desarrollo de la línea de altas prestaciones que 

conecta Huelva y Sevilla dando continuidad a la línea de alta 

velocidad existente. 

➔ Conexión ferroviaria con Portugal, línea Huelva-Faro  

➔ Mejora de la conexión ferroviaria Santa Cruz de Mudela-Vadollano: diseño 

de doble vía y modernización de catenaria, vía y señalización.  
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➔ Mejora de la conexión y servicios de cercanías de Córdoba: en el ámbito 

metropolitano. Adecuación de las estaciones de cercanías y construcción 

de 2 nuevas estaciones: parque joyero (en superficie) y avenida de la 

igualdad (soterrada). Adecuación de la tarifa de media distancia en el 

ámbito metropolitano, asimilándola a la tarifa de cercanías.  

➔ Tramo ferroviario Lorca-Pulpí del Corredor Mediterráneo: Adif ha 

adjudicado (enero 2022) las obras para la ejecución de la plataforma de 

31,1 kilómetros del tramo de alta velocidad de este tramo del Corredor 

Mediterráneo. Quedan pendientes de contratar los proyectos de montaje de 

vía, señalización y seguridad, entre otros, por lo que se desconoce fecha 

de puesta en servicio. 

➔ Tren litoral Fuengirola/Estepona/Algeciras: el proyecto conectaría el litoral 

mediterráneo por la costa del sol occidental, aprovechando y mejorando la 

línea férrea existente entre Málaga y Fuengirola, y la prolongación en dos 

fases del corredor hasta Algeciras (Fuengirola-Marbella-Estepona y 

Estepona-Algeciras). 
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10. RECLAMAMOS AL GOBIERNO DE ESPAÑA QUE SE 

FINANCIEN INFRAESTRUCTURAS   DE MOVILIDAD RELEVANTES EN LAS 

PRINCIPALES ÁREAS METROPOLITANAS ANDALUZAS 

➔ La Línea 3 metro de Sevilla, Tramo norte. Hemos logrado que el Ministerio 

de Transportes acepte tramitar el borrador entregado por la Junta para 

financiar (1.045 millones de euros) al 50% el tramo norte de la línea 3 (Pino 

Montano-Prado de San Sebastián). De manera independiente, ya se han 

licitado los trabajos del ramal técnico. Todo está ya en marcha. Es 

necesario no demorar más aún, la firma del convenio. 

➔ Conexión Santa Justa- Aeropuerto de San Pablo. 

 

 

11. PEAJES A LAS AUTOVÍAS Y CARRETERAS ESPAÑOLAS 

Consideramos que ante la difícil situación económica que estamos atravesando, 

el Gobierno de España no debería llevar a la práctica la medida plasmada en el 

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del Gobierno, relativa a 

cobrar peajes por el uso de la red estatal de vías de alta velocidad, haciéndolo 

extensible a todas las carreteras (nacionales y regionales).  
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12. EQUIPARACIÓN DE LA RED DE CONSORCIOS DE TRANSPORTE 

METROPOLITANO DE ANDALUCÍA CON OTROS DE ESPAÑA RESPECTO 

A LAS SUBVENCIONES AL TRANSPORTE URBANO Y METROPOLITANO 

Andalucía dispone de la Red de Consorcios Metropolitanos más amplia de toda 

España, con 9 Consorcios y más de 5,5 millones de habitantes. Solicitamos un 

tratamiento equivalente para nuestro transporte regular de viajeros por carretera 

(autobuses) y metros, que en la actualidad superan los 100 millones de 

viajeros/año. 

En la actualidad, Andalucía sale perjudicada. En 2021 recibió 17 M€ cuando 

debería recibir 106 M€. Es decir, Andalucía recibe 3 €/habitante metropolitano 

(un 15 %) mientras que CC.AA como Cataluña, Madrid, Valencia o Canarias, 

reciben seis veces más. 

 

13. INSUFICIENTE INVERSIÓN DEL GOBIERNO DE ESPAÑA PARA EL 

DESARROLLO DE LAS RENOVABLES EN ANDALUCÍA HASTA 2026 

El plan de inversiones en infraestructuras de la red de transporte del sistema 

eléctrico hasta 2026 aprobado por el Ministerio deja fuera inversiones necesarias 

para desarrollar el potencial de energías renovables en Andalucía, lastrando 

también el crecimiento industrial y socioeconómico de la región. 

La decisión del Gobierno de España es que Red Eléctrica de España (REE) es 

ejecutar en el periodo 2021-2026 515 millones de euros, una cuantía inferior a 

los 780 millones que le corresponderían a la comunidad autónoma atendiendo a 

criterios objetivos de población, superficie o consumo eléctrico. 

Pero es que además el 60% de las actuaciones previstas por el Ministerio (309 

millones) para la comunidad andaluza son heredadas de la anterior planificación 

(2015-2020) que no se han llegado a ejecutar.  
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Desde Andalucía solicitamos que, para atender las necesidades de mejora y 

refuerzo de su red de transporte eléctrico para dar una mejor cobertura a las 

zonas más desatendidas, se eleve la inversión en Andalucía hasta los 736 

millones de euros para garantizar el adecuado desarrollo de la red de transporte 

durante los próximos años y que se atienda a los proyectos de inversión 

prioritarios. 

Esta petición se basa en lo que nos corresponde por nuestro peso poblacional, 

superficie o consumo eléctrico. En que la densidad de nuestra red de transporte 

por habitante es un 42% inferior a los valores medios peninsulares, es decir, 

contamos con 712 kilómetros de red por cada millón de habitantes frente a los 

1.231 kilómetros de media en la Península. 

 
 

14. MEDIDAS PARA MITIGAR LOS EFECTOS DE LA INFLACIÓN EN 

EMPRESAS Y FAMILIAS 

En estos momentos la recaudación que realiza la Agencia Tributaria Estatal está 

en máximos históricos impulsada por la inflación. 

De hecho, la previsión del incremento de recaudación para todo 2022 sobre el 

cierre de 2021 es de 8.967 millones (232.352 millones previstos para 2022 frente 

a los 223.385 contabilizados en 2021), pero sólo en los 5 primeros meses del 

año el informe mensual de recaudación tributaria de mayo de 2022, realizado 

por AEAT, muestra que el incremento de ingresos tributarios de enero a mayo 

es de 15.559 M€ esto es, un 19,1% más que en el mismo periodo del año 

anterior. 
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Con este margen planteamos entre otras: 

➔ Bajada de impuestos selectiva e inmediata como son la deflactación de 

la tarifa del IRPF o la bajada del IVA de la electricidad al 5%, medida que 

nos negaron entonces y que ahora se han dado cuenta que es necesaria; 

➔ Rediseño de los fondos europeos para hacerlos más útiles;  

Las soluciones al problema de la inflación exceden las capacidades de las 

CCAA, pero desde este el Gobierno de la Junta de Andalucía estamos 

gestionado y adoptado decisiones para mitigar en la medida de lo posible los 

efectos de la inflación, así como de las políticas monetarias a aplicar por el Banco 

Central Europeo para su control, y que ya están generando un encarecimiento 

de la deuda, y por eso es tan importante el trabajo en el saneamiento de las 

finanzas andaluzas y el ejercicio de contención de la deuda realizado en la 

pasada legislatura.  

Además de ello, también tomamos decisiones en materia de tributos de nuestra 

competencia siempre pensando en dejar en los bolsillos de los contribuyentes 

andaluces los mayores ahorros posibles, sin hacer peligrar ni la prestación de 

los servicios públicos fundamentales y velando por el cumplimiento de los 

objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, de manera 

que no se hipoteque a las generaciones futura y que el coste de los intereses no 

ahogue las políticas públicas. 

Por ello ya estamos trabajando en nuestras competencias sobre IRPF para 

aprobar: 

Una deflactación de la tarifa del IRPF en los primeros tres tramos de renta con 

la finalidad de adecuar a la coyuntura económica la carga tributaria que soportan 

los contribuyentes, de manera que los incrementos en los salarios inducidos por 

la inflación no supongan un mayor pago de impuestos.  
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La subida de los precios hace necesario subir también la parte de tu renta por la 

que no tributas al destinarse a satisfacer las necesidades básicas personales y 

familiares por ello vamos a incrementar las cantidades que quedan exentas en 

el IRPF en aplicación del mínimo personal y familiar correspondiente al tramo 

autonómico dirigido, en este caso, a favorecer las rentas de las familias, la 

natalidad y a las personas con discapacidad.   

Estas medidas las adoptamos en el ámbito de nuestras competencias, pero para 

que los andaluces puedan disponer de ese dinero mes a mes en su nómina y no 

esperar un año a la declaración de la renta, necesitamos la colaboración del 

Gobierno de la Nación para que realice los cambios oportunos en la normativa 

de retenciones. 

Esta propuesta la puede igualmente complementar el Estado en la otra mitad 

(tarifa estatal). 

Lo que hacemos con esta propuesta es devolver a los ciudadanos parte del 

exceso de recaudación producida por el aumento de los salarios que provoca la 

inflación y aumentar las rentas exentas que no tributan porque se entienden se 

dedican a cubrir necesidades básicas cuyo precio ha aumentado.  

Las familias españolas están atravesando por una coyuntura económica 

complicada, como consecuencia del aumento de la inflación, de las secuelas de 

la pandemia y de la incertidumbre económica, por tanto, proponemos adaptar 

las tarifas y tipos impositivos en los impuestos personales, adecuando la carga 

tributaria a la coyuntura económica, y con ello permitir a las familias disponer de 

mayor renta disponible. 

Nosotros vamos a hacer nuestra parte, y le pedimos al Gobierno de España que 

nos copie, y así el beneficio para las familias será el doble. 
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15. CANDIDATURA DE GRANADA COMO SEDE DE LA AGENCIA ESPAÑOLA 

DE SUPERVISIÓN DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL (IA)   

La ciudad de Granada, a través de la Universidad (UGR) y contando con el apoyo 

de las principales instituciones locales y de la propia Junta de Andalucía, ha 

manifestado ante la Secretaria de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial 

dependiente del Ministerio de Asuntos Económicos y Trasformación digital su 

idoneidad como sede de la futura Agencia Española de Supervisión de la 

Inteligencia Artificial, cuya creación está prevista en la disposición adicional 

centésima trigésima de la Ley 22/2021, de 28 de septiembre de Presupuestos 

Generales del Estado para el año 2022.  

La nueva Agencia de Supervisión de la Inteligencia Artificial será el primer 

organismo público encargado de velar por un despliegue responsable de 

modelos de Inteligencia Artificial, con especial interés en evitar sesgos 

algorítmicos que puedan favorecer o desfavorecer a determinados sectores de 

la población. 

Granada presenta un recorrido de logros en el ámbito de la IA en los últimos 

años que la posicionan como una excelente candidata como sede de esta 

Agencia Estatal. Así, con un fuerte liderazgo de la Universidad de Granada, que 

cuenta con una de las mejores Escuelas de Informática y de Telecomunicaciones 

a nivel mundial y ocupa el quinto lugar del ranking de investigación y referencia 

científica en el ámbito de la IA y en colaboración con numerosas entidades 

públicas y privadas de carácter regional, se ha impulsado la creación del 

European Digital Hub Air-Andalusia en Inteligencia artificial y Robótica Aplicada.  

A esta iniciativa se suma la reciente creación del Centro de Excelencia AI Lab 

Granada, una colaboración público-privada entre la UGR, la Junta de Andalucía 

y grandes empresas tecnológicas como Indra y Google Cloud. Asimismo, la UGR 

ha reforzado su actividad académica e investigadora en materia de Derecho, 

Ética e Inteligencia Artificial, lo cual refuerza la capacitación multidisciplinar que 
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requiere la generación de un ecosistema con personas cualificadas para trabajar 

en el ámbito de la Inteligencia Artificial. 

 

16. CANDIDATURA DE SEVILLA COMO SEDE DE LA AGENCIA ESPACIAL 

EUROPEA  

Andalucía destaca en el campo de la industria aeroespacial europea, con más 

de 2.000 millones de euros de facturación, más de 12.000 empleos directos, más 

de 140 empresas y una aportación del 1,26% al PIB andaluz. Cuenta también 

con una relevante red de infraestructuras que posibilita un rápido acceso desde 

cualquier punto de España y Europa, y un ecosistema de parques científicos y 

tecnológicos existente, que acoge más de 1.500 empresas. 

Sevilla cuenta con el único Parque Tecnológico de toda España dedicado 

íntegramente al sector aeroespacial; y 16 escuelas de Ingeniería (entre ellas, la 

de la Universidad de Sevilla, con formación especializada en vehículos 

aeroespaciales, navegación aérea o ingeniería aeronáutica). 

 

17. CELEBRACIÓN DE CUMBRE ESPAÑA-PORTUGAL EN ANDALUCÍA 

Mediante cartas reiteradas dirigidas al Gobierno de España, se ha manifestado 

el interés en albergar en Andalucía la Cumbre bilateral anual España – Portugal. 

Siendo Andalucía una de las cuatro CCAA fronterizas con Portugal, no se ha 

realizado una Cumbre en nuestro territorio desde el año 1990, habiéndose 

celebrado en los últimos años Cumbres en el resto de CCAA aun cuando hubiera 

correspondido por rotación a Andalucía. 
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Pese a nuestra reiteración, en el año 2021 fue Trujillo (Extremadura) la localidad 

elegida. Correspondería a Portugal la organización de la Cumbre en el año 

corriente, 2022. La Cumbre de 2023, debería celebrarse en Andalucía.  

Igualmente, como ocurría en el pasado, se entiende que procede retornar la 

presencia de los presidentes de CCAA fronterizas en las Cumbres bilaterales, 

habida la importancia de las relaciones de cooperación transfronteriza a nivel de 

regiones de uno y otro lado.  

 

18. CENTRO ESTATAL DE SALUD PÚBLICA  

El Gobierno de España ha estimado que la ubicación de esta nueva institución 

de Salud Pública estará sujeta al proceso de descentralización de los órganos e 

instituciones del Estado.  

Consideramos que Andalucía acredita conocimiento y situación geográfica con 

una especial sensibilidad a los futuros retos de la salud Pública como para ser 

ubicación de una institución de estas características y relevancia.  

 

19. MAYOR COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN EN ADMINISTRACIÓN 

ELECTRÓNICA 

La implantación de la Administración Electrónica a partir de la entrada en vigor 

de las leyes 39 y 40, ha puesto de manifiesto la necesidad de crear unos 

servicios digitales transversales y comunes a todas las AAPP, como son la 

Dirección Electrónica Habilitada Única (DEHú) o el Registro Electrónico de 

Apoderamientos. 

Sin embargo, estos proyectos desarrollados desde la Administración General del 

Estado cuentan con un problema de base que se repite en todas las CCAA y que 
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constituyen el principal escollo para su adecuada implantación en estas, y es la 

falta de interlocutores visibles y accesibles tanto desde el punto de vista 

tecnológico como funcional, en el Estado.  

En cuanto a la propia resolución de incidencias, la lentitud en los tiempos de 

respuestas está provocando una dilación de más de dos y tres meses. 

 

20. UNIDAD DE POLICIA ADSCRITA 

Se solicitan 123 efectivos para completar el catálogo de puestos de trabajo de la 

UPA: es una reclamación histórica. 

Estamos comprometidos al 100% con nuestra Policía Adscrita. Desde que 

llegamos hemos puesto todo nuestro esfuerzo en modernizarla y en dotarla con 

más medios. Pero, al mismo tiempo, necesitamos algo esencial y que no 

depende del Gobierno andaluz: que la Unidad esté al completo en lo que a 

dotación de personal se refiere. Porque nuestra policía lleva trabajando bajo 

mínimos años.  

El catálogo de puestos de trabajo de la DG de la policía fija la dotación para la 

adscrita en 725 funcionarios. El último concurso para obtener plaza se convocó 

en enero de 2013. Al comienzo de esta legislatura, el número de funcionarios de 

la Adscrita alcanzaba la cifra de 508. A fecha de hoy cuenta con 436, lo que 

supone un déficit de 289 efectivos.  

El Catálogo de Puestos de Trabajo de la Dirección General de la Policía (DG) 

para con esta Unidad se encuentra al 60,14%, estando previsto que al final del 

presente año se alcance el 58,60%. 

Al comienzo de legislatura, desde la Consejería de Presidencia se trasladó un 

escrito a la División de Personal de la Dirección General de la Policía en el cual 

se solicitaba la adscripción en comisión de servicio de 123 funcionarios para la 
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Unidad. Lamentablemente, no hemos obtenido respuesta. Tampoco hemos 

logrado tener una simple conversación con el ministro al respecto. 

Firma del nuevo convenio con el Ministerio del Interior y la JA: hay acuerdo de 

inicio firmado, pero no se avanza por motivos económicos, ya que reclaman el 

pago de 15 M€ vinculados a los pagos de las nóminas, ya que ahora solo 

pagamos servicios y complementos. Una vez firmado el convenio se exigirían 

más agentes para la UPA para ajustar las funciones y servicios a los efectivos. 

 

21. ELIMINACIÓN DE LA LIMITACIÓN DE LA TASA DE REPOSICIÓN 

Desde que la Ley de PGE del año 2009 comenzara a limitar la tasa de reposición 

de efectivos por debajo del 100% de las bajas producidas en el año 

inmediatamente anterior se viene produciendo una pérdida de efectivos fijos que, 

en muchos casos, se ha paliado con la figura de la contratación temporal. Ello 

ha provocado, en gran medida, la situación actual que afecta a todos los ámbitos 

de la Administración Autonómica, Local y Estatal.  

Dado que seguimos estando limitados en las OEP por la tasa de reposición de 

efectivos, si superamos el número de contrataciones temporales (interinos y 

laborales temporales) por encima de la tasa de reposición, daría lugar a la 

imposibilidad de convocar dichos puestos en la siguiente OEP, en aplicación de 

lo dispuesto en el art. 10.4 del EBEP.  

Además, y por la misma razón, podríamos estar limitando la configuración de la 

OEP siguiente, no pudiendo entonces atender las distintas peticiones que 

realicen ni las Consejerías ni las organizaciones sindicales durante la 

negociación de la Oferta, ya que todas las plazas en las que se nombre personal 

interino hay que convocarlas en la siguiente OEP, por imperativo legal. 
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Además, la imposibilidad de incluir todas las plazas ocupadas temporalmente en 

la siguiente Oferta de Empleo Público conllevaría el mantenimiento de las 

contrataciones y nombramientos temporales durante un período excesivo, que 

podría dar lugar a situaciones de reconocimientos de fijeza por parte de los 

Tribunales tanto de personal funcionario como de personal laboral. De esta 

forma, parecería totalmente incongruente que, por una parte la JA esté 

intentando reducir la temporalidad mediante la puesta en marcha de procesos 

extraordinarios de estabilización de empleo temporal tras una habilitación 

puntual prevista en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado de 2017 y 

2018, y al mismo tiempo esté elevando la temporalidad con contrataciones 

masivas, a sabiendas de que no podrá regularizar dichas contrataciones al estar 

topados por la tasa de reposición de efectivos, creando de nuevo bolsas de 

personal temporal que terminarán adquiriendo firmeza por la vía judicial, y sin 

que puedan ponerse en marcha nuevos procesos extraordinarios 

Por todo lo anterior, solicitamos o bien la eliminación de la tasa de reposición de 

efectivos, o bien su limitación, siempre por encima del 100% de las bajas y 

pérdidas de efectivos producidas en el año inmediatamente anterior, siempre 

que se nos permita previamente recuperar todo el empleo perdido a lo largo de 

todos los años en los que dicho límite a la tasa de reposición ha impedido atender 

con un mínimo de eficacia el servicio público al que nos debemos. 

 

22. DISCONFORMIDAD CON PROCESO EXTRAORDINARIO DE 

ESTABILIZACIÓN DE EMPLEO TEMPORAL PREVISTO EN LEY 20/2021 

Por lo que se refiere al proceso extraordinario de estabilización de empleo 

temporal previsto en la Ley 20/2021, mostramos nuestra disconformidad con 

algunos aspectos tratados en las reuniones de la comisión de coordinación del 

empleo público, al que ya le hicimos llegar parte de nuestras aportaciones 

(muchas no se han tenido en cuenta).  
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La principal radica en que este nuevo proceso de estabilización de empleo no ha 

permitido acumular ni resolver el tema de las plazas incluidas en procesos de 

estabilización anteriores y que se encuentran en ejecución, lo que provoca en 

nuestra CA, que es de las pocas que se encuentran tramitando todos esos 

procesos cumpliendo con las obligaciones impuestas por la norma, que 

tengamos en la actualidad dos procesos diferentes que coexisten y perjudica a 

los trabajadores temporales con mayor antigüedad, que no se beneficiarán del 

proceso extraordinario de concurso previsto en esta nueva norma. 

Pero además es que, en el borrador de documento de criterios comunes que se 

ha ido trabajando en el seno de la comisión de coordinación del empleo público, 

ha sufrido un importante giro en el último momento, lo que ha provocado que 

nuestra CA se haya visto obligada a realizar un nuevo estudio, con urgencia y 

con una duplicidad de plazas cuyo coste será preciso abordar desde el punto de 

vista presupuestario.  

El objetivo es determinar las plazas que estarían sujetas a un nuevo proceso de 

estabilización, por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 2.1. de la 

Ley 20/201, de 28 de diciembre, aun cuando ello va a suponer un aumento del 

coste de los procesos ya publicados y pendientes de ejecución, por lo que sería 

necesario contar con una partida presupuestaria que nos permitiera hacer frente 

a dichos costes. 

 

23. MEJORAR LA COORDINACIÓN Y COLABORACIÓN LA SEGURIDAD 

SOCIAL Y RETRIBUCIONES 

En primer lugar, existe un grave problema de coordinación entre las 8 direcciones 

provinciales de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y aunque la Dirección 

Provincial en Sevilla coordina todas las provincias, no es suficiente debido al 

volumen de afiliados que tiene la Administración General de la Junta, junto con 
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los del Servicio Andaluz de Salud y Educación. Hay veces que los ficheros de 

respuesta tardan más de 48 horas, con el obstáculo de que el plazo es el que se 

establece no se amplía y el personal trabaja muchas más horas de las que les 

corresponde, además de los recargos que se imponen.  

En segundo lugar, sería muy necesario para la coordinación técnica un 

interlocutor en Madrid en la Gerencia de Informática, en la Subdirección General 

de Cotización y Afiliación y en el INSS.  

Por último, las comunicaciones entran por diversas vías: sistemas red, en papel, 

Siltre…, sería necesario coordinar el volumen de las comunicaciones por una 

sola vía. 

 

24. COLABORACIÓN POR PARTE DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO 

PARA LUCHAR CONTRA EL FENÓMENO DE LA DESPOBLACIÓN 

La inmensa mayoría de los países europeos llevan inmersos desde hace años 

en un proceso de profundo y preocupante cambio demográfico.  

Durante la última década estas dinámicas demográficas han alcanzado de lleno 

también a España y afectan, en mayor o menor grado, a cada una de sus 

regiones, incluida Andalucía.  

En lo que concierne a Andalucía, entre los efectos ya visibles de este reto, puede 

concretarse que el 54% de los municipios andaluces han perdido población 

desde el año 2000. Por ello, el desafío demográfico, en todas sus vertientes, 

constituye una de las líneas de actuación preferente del Gobierno andaluz, 

situando esta cuestión como una prioridad política para los próximos años, 

instrumentando y consolidando los mecanismos que sean necesarios para lograr 

una leal y efectiva coordinación y cooperación con la Administración General del 
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Estado y los Entes locales ya que, para afrontar con éxito el dicho desafío, se 

precisa el esfuerzo combinado de todas las administraciones públicas.  

De igual modo, en materia de despoblación, el Gobierno de Andalucía apuesta 

por favorecer la colaboración público-privada para responder a los retos 

presentes y futuros. 

El Desafío Demográfico, sin obviar otras cuestiones, debe tener tres colectivos 

diana, concretamente nuestros mayores, la juventud y las familias, definiendo 

además el medio rural como realidad objetiva que demanda con carácter 

prioritario la necesaria cohesión y vertebración territorial en términos sociales, es 

decir, la garantía de una accesibilidad de todos ciudadanos a equipamientos, 

dotaciones y servicios públicos, vivan donde vivan. Para ello, es importante 

potenciar los centros urbanos rurales en su papel de impulsores del desarrollo 

económico en su ámbito de influencia y como lugares de localización de la oferta 

de equipamientos, dotaciones y servicios de incidencia supramunicipal. 

Asimismo, insistimos en la necesidad de aprovechar las medidas que se 

establezcan en el nuevo marco comunitario de programación para la PAC para 

garantizar el relevo generacional en las explotaciones agrarias y ganaderas.  

Igualmente, apostando siempre por la solidaridad entre territorios, reclamamos 

que el futuro modelo de financiación autonómica tenga en cuenta las 

necesidades específicas de las comunidades más afectadas por la despoblación 

y el envejecimiento, siendo imprescindible forjar consensos políticos para 

abordar este asunto. Y también entendemos que es preciso apostar por una 

mayor transparencia y participación en lo concerniente al proceso de elaboración 

del Estatuto de los Pequeños Municipios. Hasta el momento, poco o nada 

sabemos sobre su contenido específico.  
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25. AYUDAS A UCRANIA 

El Estado, a través de la Secretaria de Estado de Migraciones, está tramitando 

dos Reales Decretos dirigidos a articular ayudas derivadas de la situación de 

Ucrania. 

• Un Real Decreto por el que se regula la concesión directa de subvenciones 

a las CCAA para promover una mejor atención de las necesidades básicas 

de las personas beneficiarias del régimen de protección temporal 

desplazadas con motivo de la guerra en Ucrania y que carezcan de 

recursos.  

• Y otro Real Decreto por el que se regula la concesión directa de 

subvenciones para financiar la prestación de una ayuda económica directa 

a las personas beneficiarias del régimen de protección temporal. 

La CAA ha planteado en varias ocasiones observaciones de relevancia sobre 

dichos instrumentos, que no han sido atendidas por el Estado, de las que pueden 

destacarse varios aspectos. Ambos borradores adoptan como instrumento de 

financiación de las diversas actuaciones financiables la figura jurídica de la 

subvención a favor de las CCAA, sometiendo la actuación de fomento en todos 

sus elementos (procedimentales, subjetivos, obligacionales, etc.) a la LGS y 

Reglamento de desarrollo. No obstante, habría que plantear la posibilidad de 

adoptar instrumentos alternativos de financiación, al margen del citado bloque 

normativo subvencional. 

En ambos borradores las CCAA tienen, a los efectos contemplados en la referida 

LGS, la consideración jurídica de “beneficiarias” de las futuras subvenciones y, 

por tanto, son las entidades que han de realizar la actividad que fundamenta su 

otorgamiento, así como las  obligadas a cumplir las obligaciones formales y 

materiales previstas en la normativa legal y en las bases reguladoras, entre las 
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que deben destacarse la realización de la actividad que justifica la concesión de 

las subvenciones y la justificación ante la entidad concedente. 

Se considera más idóneo que, para distribuir estas ayudas, el Estado conceda a 

las CCAA la categoría de entidad colaboradora y no la de entidad beneficiaria de 

una subvención excepcional ya que, además, la calificación de entidad 

beneficiaria impone a las CCAA las penalidades propias de un beneficiario de 

subvención, entre otras, el reintegro con interés de demora conforme a la LGS, 

algo impropio de la cogobernanza que dice pretenderse con la aprobación de 

estas normas. 

Además de incidir en la consideración ya manifestada de que la relación entre el 

Estado y las CCAA no debe estar sujeta a la LGS por todo lo expuesto con 

anterioridad, las ayudas que finalmente perciban las personas desplazadas 

desde Ucrania tampoco deberían estar sujetas a la LGS, sino que deberían tener 

el tratamiento de auténticas ayudas sociales y, como tal, debería ser el Estado 

el que las gestionase de forma directa. 

 

26. PAC 

El Gobierno de España ha enviado el documento del Plan Estratégico Nacional 

de la PAC a Bruselas sin analizar ni tener en cuenta las propuestas y las 

alegaciones que Andalucía presentó, de forma consensuada, con todo el sector 

agrícola y ganadero. Este Plan Estratégico recibió esta semana la aprobación 

por Bruselas.  

Estos días tanto el sector como el Gobierno andaluz ha lamentado que el Plan 

Estratégico de la PAC se haya enviado cuando no está consensuado por todas 

las comunidades autónomas y siendo el Ministerio de Agricultura conocedor de 

que va a generar desequilibrio territorial, más pérdidas económicas y nuevos 

costes de producción a los agricultores y ganaderos andaluces 
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El Plan Estratégico Nacional de la PAC que ha elaborado el Gobierno de España 

va a suponer pérdidas de 500 millones de euros a nuestros agricultores y 

ganaderos de Andalucía tras su entrada en vigor en el año 2023.  

Unas pérdidas que afectarán de forma muy significativa a zonas históricas como 

la campiña de Sevilla, La Loma de Jaén, la Vega de Antequera o el Condado de 

Huelva y en el olivar andaluz 

El Gobierno de Andalucía y el sector agrícola han rechazado enérgicamente ese 

Plan Estratégico Nacional de la PAC por las graves consecuencias que va a 

generar al campo andaluz que se agravan por el momento de incertidumbre por 

el conflicto armado Rusia-Ucrania y los elevados costes de producción que ya 

soportan nuestros agricultores y ganaderos.  

Debemos seguir defendiendo el peso que tiene la agricultura andaluza en la PAC 

con el 33% de los perceptores, cuyos fondos han servido para fijar la población 

al territorio.  

Y por ello, Andalucía ha pedido al Gobierno de España el aplazamiento 

inmediato de la entrada en vigor de los ecoesquemas de la futura PAC, puesto 

que éstos, tal y como están definidos, suponen un gasto más, y no un incentivo, 

para nuestros agricultores y ganaderos.  

De hecho, Andalucía entiende que los ecoesquemas deben de servir para 

mejorar la sostenibilidad, pero no ser una herramienta que venga a restar 

recursos económicos a Andalucía. Por ello, Andalucía entiende que hay que 

diseñar una arquitectura verde posibilista que sea atractiva, que venga a dar 

posibilidad y que no cercene la competitividad y la rentabilidad del sector agro.  

Por eso, desde Andalucía pedimos al Gobierno de España que emplee los datos 

técnicos, científicos y agronómicos que tiene sobre la mesa y que les ha aportado 

el propio sector para elaborar esos ecoesquemas que necesitan nuestros 

agricultores y ganaderos.  
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27. LOS ACUERDOS CON TERCEROS PAÍSES Y SU REVISIÓN  

El Gobierno de Andalucía y el sector agrícola vienen reclamando al Gobierno de 

España que defienda una revisión urgente e integral de los Acuerdos 

comerciales con Terceros Países tras la salida del Reino Unido de Europa.  

Es importante que el Gobierno de España pida a Europa que se establezca a 

éstos las mismas exigencias medioambientales y sociales que al resto de 

productores agrícolas europeos para evitar competencia desleal.  

En este sentido, Andalucía aboga por seguir y apoyar el modelo de las cláusulas 

espejo que ha propuesto Francia a la UE, según las cuales esos países terceros 

deben de cumplir las mismas normativas que los productores europeos, se 

entiende en cuestiones relativas a fitosanitarios, sociales y laborales. 

Asimismo, seguimos insistiendo en la necesidad de que el Gobierno de España 

responda a las demandas del sector agrícola andaluz sobre los controles y 

refuerzos de personal en los Puntos Fronterizos de Inspección de los Puertos 

andaluces (PIF).  

Las razones atienden a los Puertos como los más utilizados para las 

exportaciones y donde más se están incumpliendo los contingentes y cupos 

establecidos en los Acuerdos que Europa tiene con Terceros Países de cara a 

sus exportaciones.  

Esta situación, ha dado lugar, en diversas ocasiones, a crisis de precios por la 

alta demanda de producto y ante lo que consideramos una competencia desleal, 

al entrar a los mercados europeos más cupo de frutas y verduras de Terceros 

Países sin arancel de lo que se ha acordado.  
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28. RECLAMAR AYUDAS PARA PALIAR LOS EFECTOS DE LOS COSTES DE 

PRODUCCIÓN QUE SE HAN AGRAVADO CON LA INVASIÓN RUSA DE 

UCRANIA  

Defendemos que se establezcan más medidas de apoyo al sector agrícola y 

ganadero que vengan a paliar los efectos que está teniendo la invasión rusa de 

Ucrania, ya que este conflicto armado está agravando aún más los altos costes 

de producción que ya venía sufriendo nuestro sector.  

Andalucía defiende una bajada específica de impuestos para el sector 

agroindustrial. En este sentido, es crucial la aplicación urgente de una 

bonificación del 35% para el gasóleo, puesto que los 0,20 euros que se ha 

aplicado en general no han servido para ayudar a los agricultores y ganaderos. 

Además, se precisa la bonificación del 15% para plásticos y fertilizantes.  

Andalucía urge al Gobierno de España a implantar la doble tarifa eléctrica para 

los regantes ya que ello va a permitir reducir un 20% en su factura eléctrica.  Una 

medida que es viable ya que está contemplada dentro de la propia Ley de la 

Cadena Alimentaria. Es por ello, que entendemos que debe de ponerse en 

marcha para abaratar costes cuanto antes. 

Asimismo, demandamos la bonificación, como mínimo de 0,30 céntimos de euro, 

del agua desalada, fundamental para que nuestro sector agrario no compita en 

clara desventaja con otros territorios 

El Gobierno andaluz planteó al director general de Agricultura de la Comisión 

Europea, Wolfgang Burtschern en su visita a Bruselas y al propio Ministro de 

Agricultura del Gobierno de España la prórroga de las medidas COVID o la 

implantación de una nueva medida. De ahí ha surgido la MEDIDA 22 que 

recientemente aprobó Europa y que el gobierno andaluz aplaudió.  

En la actualidad, Andalucía ya está finalizando la convocatoria de estas ayudas 

europeas con reparto por los sectores más afectados. No obstante, entendemos 
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que éstas deben de venir acompañadas de nuevas medidas del Gobierno de 

España para hacer frente a la crisis energética y de costes de producción.  

 

29. PESCA DEL MEDITERRÁNEO 

Seguimos apelando a la necesidad de que el Gobierno de España defienda ante 

la UE la modificación del Plan de Gestión de Demersales de la UE para la pesca 

general en el Mediterráneo occidental, puesto que su aplicación ya está 

reduciendo la labor de los barcos de arrastre, con pérdida de empleos y cierres 

de empresas.  

Defendemos el peso de la actividad pesquera en la economía de los municipios 

costeros de Andalucía, teniendo en cuenta que las medidas puestas en marcha 

suponen 1.426 días menos de faena.  

 

30. CENTRO DE COMPETENCIAS DIGITALES EN BOBADILLA ESTACIÓN  

Reclamamos al Gobierno que Bobadilla cuente con un Centro de Competencia 

Digital, en base a la previsión de ADIF de descentralizar sus servicios 

tecnológicos e incentivar la economía en entornos rurales. 

Bobadilla Estación ha sido un eje ferroviario fundamental en la historia del 

ferrocarril, estando en la actualidad en desuso muchas de las instalaciones. Esta 

estación está, además, ubicado en el centro geográfico de Andalucía junto al 

importantísimo Puerto Seco de Antequera que está desarrollándose. 
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31. ANALIZAR Y REVISAR EL MAPA FERROVIARIO ANDALUZ  

Es necesario evitar revisar el mapa ferroviario andaluz y su conexión con el resto 

de la península, priorizando el impulso del corredor mediterráneo en su tramo 

litoral, Almería – Granada, así como el tramo central Algeciras – Bobadilla – 

Antequera, la conexión ferroviaria Motril-Granada y, el tren litoral de la Costa del 

Sol hasta Estepona, entre otros.  

Los fondos de Recuperación y Resiliencia de la Unión Europea para transporte 

y movilidad, los Next Generation, son una oportunidad real de acometer estas 

infraestructuras del transporte. 

 

32. MAPA CONCESIONAL DE TRANSPORTE ESTATAL Y FINANCIACIÓN DE 

LOS CONSORCIOS 

Mostrar nuestro desacuerdo con la política de desmantelamiento del transporte 

público promovida por el Gobierno de España; y solicitamos el diálogo y 

consenso para, aprobar un Nuevo Mapa Concesional Estatal del Transporte por 

Carretera. 

Así lo hemos reivindicado en la Conferencia Nacional de Transportes del 

pasado día 6 de julio. 

Andalucía es una de las comunidades más afectadas, ya que supondrá la 

supresión de 416 rutas de autobús, cuya población atendida reside en 83 

municipios, es decir, se recorta la mitad de los servicios y afecta a más de 

600.000 viajeros andaluces. 

El Gobierno de España no ha tenido en cuenta en este mapa concesional ni el 

interés público, ni el social, ni la vertebración del territorio, sólo la rentabilidad 

económica”, ha criticado la consejera tras indicar que es un mazazo al 
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desarrollo de la España vaciada y da un duro golpe a la estrategia establecida 

para afrontar el reto demográfico en la Andalucía interior. 

 

33. OPERAR TRENES INTERCITY Y MEDIAS DISTANCIAS, EN LA RED 

ESTATAL, DE RENFE 

Ante la deficiente cobertura de los servicios ferroviarios que realiza el Gobierno 

Central en nuestra Comunidad, se ha trasladado a la ministra de Transportes la 

solicitud de gestión y financiación para operar trenes Intercity y medias 

distancias, en la red estatal, de servicios que Renfe no ofrece entre ciudades 

andaluzas. 

➔ El objeto es mejorar y ampliar los servicios ferroviarios existentes ya 

operados por RENFE, de manera que estas relaciones entre las 

capitales andaluzas puedan disponer de mejores prestaciones, en 

términos de mayor frecuencia de paso por estaciones y mejores tiempos 

de viaje. 

➔ No pedimos el traspaso de competencias. Queremos, desde una gestión 

pegada al territorio, completar y mejorar la oferta existente ya que son 

muchas las carencias que en materia ferroviaria arrastra Andalucía. 

 

34. INVERSIÓN EXTRAORDINARIA EN LAS PROVINCIAS DE HUELVA Y JAÉN  

Continuamos requiriendo al Gobierno de España un esfuerzo inversor, en la 

línea que ya viene desarrollando la Junta de Andalucía, que contribuya a 

impulsar la reindustrialización y el potencial turístico en ambas provincias, 

mejorando sus infraestructuras, y potenciando el sector agrícola. 
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35. BONO TRANSPORTE 

Consideramos que las medidas planteadas por el Gobierno de España a las 

comunidades como el modelo de bonificaciones en los viajes en la Conferencia 

Nacional de Transportes el pasado 6 de julio de 2022, son insuficientes y de 

escaso recorrido. 

La Orden Ministerial emitida para dar cumplimiento al Real Decreto-ley 11/2022, 

de 25 de junio, aprueba ayudas estatales para aplicar descuentos de al menos 

el 30 por ciento en el precio de autobuses y metros entre el 1 de septiembre y 

el 31 de diciembre de 2022 y obliga a las comunidades a comprometerse en la 

aplicación de esa bonificación mínima sin concretar los fondos que van a recibir. 

El Ministerio dispone de 100 M€ para todas, insuficiente, y no concreta el crédito 

que destinará a descuentos en los autobuses andaluces y por tanto son 

medidas de falsas por la falta de dinero y exigimos que sean permanentes como 

las que ya se aplican en Andalucía 

Además, no incluye a los nueve consorcios metropolitanos de transporte 

andaluces en la misma categoría que los de Barcelona y Madrid, lo que supone 

una nueva discriminación a Andalucía. 

Supone un agravio comparativo que se bonifique con un 50% el sistema de 

transporte del Estado mientras que el de las comunidades se quede al 30% y 

pretenda cargar la diferencia sobre las espaldas y las arcas de los Gobiernos 

autonómicos.  

El Ministerio no ha concretado si Andalucía recibirá los más de 13 M€ que le 

corresponden según la Orden, para rebajar un 30 por ciento el precio de los 

autobuses metropolitanos y de sus tres metros y, sin embargo, nos obligan a 

comprometernos con unas medidas que seguramente no tendrán respaldo 

presupuestario por parte del Gobierno de Pedro Sánchez. 
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El Gobierno de España, en la Orden Ministerial: 

➔ No se compromete a dar a los consorcios metropolitanos andaluces lo que 

se merece. 

➔ Beneficia, con la gratuidad de los servicios de Renfe, más a Cataluña y 

Madrid que cuentan con una gran red de Cercanías y Media Distancia; 

➔ Excluye de las medidas el transporte regular marítimo de viajeros en la 

Bahía de Cádiz. 

 

36. ANUNCIO DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE POLÍTICA TERRITORIAL 

DE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL DECRETO-LEY 4/2022 DE 

MEDIDAS URGENTES EN MATERIA DE REVISIÓN EXCEPCIONAL DE 

PRECIOS EN LOS CONTRATOS PÚBLICOS 

El pasado 10 de mayo, se aprobó el Decreto-Ley 4/2022 de medidas urgentes 

en materia de revisión excepcional de precios en los contratos públicos de obras 

para desarrollar y complementar las estatales, previstas en el Real Decreto Ley 

6/2022 de 29 de marzo, en el marco del Plan Nacional de respuesta a las 

consecuencias económicas y sociales de la guerra de Ucrania. 

Este decreto-ley quiere compensar a las empresas de la construcción que 

trabajan con la Junta de Andalucía por el sobrecoste ligado a la subida de 

precios de los materiales por la huelga de transporte y por los efectos de la 

invasión rusa en Ucrania y, así evitar, la paralización de obras y que se ponga 

en peligro la viabilidad de los contratos, de las empresas y de sus trabajadores. 

El decreto ley andaluz engloba, también, las obras en ejecución en 2021 y que, 

a la entrada en vigor del real decreto ley estatal, hayan terminado, así como las 

obras de menos de un año de duración. Además, amplía el filtro de obras con 

derecho a revisión de sus precios e incluye todo tipo de materiales empleados, 
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y no sólo los cuatro recogidos en el decreto estatal (bituminosos, siderúrgicos, 

aluminio y cobre). 

Asimismo, la norma andaluza da la posibilidad a que se adhieran a este decreto 

ley las entidades locales y las universidades, al tiempo que suprime 

penalizaciones derivadas por retrasos vinculados a falta de material y permite 

la sustitución de materiales siempre que no altere la calidad del producto. 

Por otro lado, amplía la compensación a los contratos de servicios de 

conservación de carreteras y edificios públicos y establece que a partir de ahora 

todos los pliegos de los contratos futuros contemplen la fórmula de revisión de 

precios.  

De nuevo, el Gobierno de España  amenaza con llevarlo al Tribunal 

Constitucional, como ya hizo con las medidas de simplificación sobre el que 

hubo acuerdo o con la Ley del Suelo que sigue negociándose. Esta decisión 

obliga a la apertura de una mesa de negociación entre ambas administraciones 

para dirimir las diferencias a fin de evitar un recurso de inconstitucionalidad.  

Esta situación es inasumible, por la incertidumbre e inseguridad jurídica que 

provoca y los efectos que tendrá en la actividad licitadora de las distintas 

administraciones y las consecuencias en el empleo. 

El momento no puede ser más inoportuno, por el contexto macroeconómico 

existente, y la actitud del Gobierno de España, regulando a medias, y no 

dejando a las comunidades autónomas tomar medidas, resulta insostenible. 

Apelamos a la responsabilidad de las autoridades estatales en el marco de las 

negociaciones previstas, para alcanzar un acuerdo inmediato razonable que 

evite la quiebra de muchas empresas constructoras, innumerables pymes 

auxiliares del sector y la destrucción de miles de puestos de trabajo. 

 



 
Presidencia 

 

 
 

 
 

 

48 
 

37. MÉDICOS INTERNOS RESIDENTES (MIR)   

Solicitamos que las iniciativas estratégicas de nuestra comunidad tanto en la 

mejora de la calidad como en la continuación al incremento de la capacidad 

docente de los MIR se vean apoyadas y amparadas por los recursos que son 

competencia del Gobierno, especialmente:  

1. El aumento en la agilidad y eficiencia de resolución en las nuevas 

acreditaciones de plazas MIR.  

2. la renovación y flexibilización de criterios de acreditación que desatasque 

el principal cuello de botella de este procedimiento, y con la oportunidad 

que puedan incorporarse a la próxima oferta.  

3. la puesta en marcha de un sistema de auditorías que permita una 

coordinación y homogeneización del seguimiento de la calidad docente de 

la formación MIR 

 

38. CONSEJO INTERTERRITORIAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD  

Con el objetivo de impulsar este órgano permanente de coordinación, 

cooperación, comunicación e información de los servicios de salud, entre ellos y 

con la Administración del Estado, insistimos en que es preciso dotarse de un 

Reglamento para que las Comunidades Autónomas puedan ejercer sus 

competencias.  
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39. ASISTENCIA SANITARIA E INSTITUCIONES PENITENCIARIAS 

El pasado 7 de febrero de 2022 se celebró la última reunión del grupo técnico 

entre Consejería de Salud y Familias – SAS y Secretaría general de Instituciones 

Penitenciarias, con la Secretaría de Estado de Instituciones Penitenciarias 

(IIPP).  

Los asuntos que siguen centrando nuestra atención son:  

A. La deuda pendiente de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

(SGIIPP) con la Junta de Andalucía: 23,64 M€ desde 2015 (incluidos 

intereses y recargos).  

Desde la SGIIPP alegan que, aunque tienen intención de efectuar el pago 

de la deuda reconocida, reparo de su intervención que hasta la fecha no han 

justificado por escrito. 

Dadas las discrepancias y problemas, se retomó la actividad de un grupo de 

trabajo, encaminado a aclarar la cuantificación de la deuda reconocida y la 

forma de pago.  

Para no incrementar la deuda se está trabajando para culminar con la firma 

un nuevo convenio que lo regule y establezca una cantidad per capita que la 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias abonaría anualmente a la 

Junta de Andalucía.  

B. Se sigue planteando suscribir un nuevo convenio en materia sanitaria entre 

la Secretaría General de IIPP y la Consejería de Salud y Familias, que dé 

soporte legal a todas las actuaciones sanitarias que se están haciendo y fije 

una cantidad económica anual.  
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El ámbito de aplicación del Convenio propuesto afecta a las Áreas de:  

1. Salud Pública. 

2. Pruebas y exploraciones complementarias (incluye la actividad 

asistencial).  

3. Consulta de especialidades:  

4. Telemedicina: y acceso a Historia Clínica Digital del SAS 

5. Reserva de Camas en los Hospitales del SAS para los Ingresos 

Procedentes de IIPP 

6. Intervención en Drogodependencias 

7. Farmacia  

8. Salud Mental 

9. Protección radiológica y seguimiento de exposiciones 

Desde febrero de 2020 que se remitió al Ministerio el borrador de dicho 

Convenio con algunas modificaciones para su revisión, se han mantenido 

varias reuniones tanto del Grupo Técnico como del subgrupo dedicado al 

estudio de la deuda, siendo la última en febrero de 2022, en la que se 

adquirieron diferentes compromisos por cada una de las partes y en 

conjunto.  

C. Transferencias de la Sanidad Penitenciaria a la Junta de Andalucía: 

➔ Seguimos reclamando asumir las transferencias de sanidad penitenciaria, 

referida a la asistencia primaria que hoy se presta con recursos propios 

de la Secretaría General de IIPP.  
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➔ A día de hoy, la Sanidad Penitenciaria se encuentra transferida en las 

comunidades de Cataluña (1983) y País Vasco (2011) entrando en vigor 

el 01 de agosto de 2021 la transferencia en Navarra.  

 

40. CORRESPONSABILIDAD EN LA FINANCIACIÓN QUE CONTEMPLA LA LEY 

EN LA ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA MEDIANTE UN PACTO DE ESTADO  

El mes de junio de 2022, el Sistema para la Autonomía y Atención a la 

Dependencia (SAAD) de Andalucía ha cerrado con 261.235 personas 

beneficiarias, que cuentan con 370.165 prestaciones, lo que supone un 

incremento neto de 46.406 personas beneficiarias más atendidas que a cierre 

de 2018, con 90.891 prestaciones más, lo que supone un incremento del 22% 

de personas beneficiarias y un 32,5% en prestaciones.  

Desde el inicio de la legislatura se ha reducido a la mitad la lista de espera de 

personas pendientes de prestación. Pasamos de las 75.097 personas 

pendientes de PIA a 31 de diciembre de 2018 a 37.456 personas a 30 de junio 

de 2022. Esto supone una reducción del 50,1% (37.641 personas menos a la 

espera de prestación). 

En cuanto a la financiación, Andalucía ha recibido en 2021, según el Ministerio 

de Derechos Sociales y Agenda 2030, 394,6 M€ siendo el gasto total en 

dependencia certificado de 1.596,5 M€. Por tanto, Andalucía ha financiado con 

1.202 M€ el sistema de dependencia. 

Andalucía ha sido en 2021 la tercera comunidad autónoma que más subió su 

aportación a la dependencia un 7,96% datos que contrastan con Comunidades 

como Extremadura que ha bajado un 1.37% o Aragón que bajo un 4,26%. 
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Alcanzar el 50% de financiación de cada parte es el objetivo, ello supondría en 

2021 haber llegado a 1.202 M€ de financiación por parte del Estado. Solo en 

2021 ha supuesto un déficit de financiación de 807 M€. 

El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía ya aprobó en 2020 un acuerdo 

por el que se instaba al Gobierno central a promover un Pacto de Estado en 

defensa y garantía del Sistema de la Autonomía Personal y Atención a la 

Dependencia (SAAD), con el objetivo de establecer una garantía de la 

financiación del sistema de atención de manera equitativa entre la 

Administración General del Estado y las distintas comunidades autónomas, de 

manera que cada administración financie el 50% del presupuesto. 

Expresar también nuestra queja y malestar porque el Consejo Territorial de 

Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia 

ha roto recientemente la tradicional forma de negociar y adoptar sus acuerdos 

por consenso. 

El pasado 28 de junio se aprobó por votación un acuerdo sobre criterios comunes 

de acreditación y calidad de los centros y servicios del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD), sobre cuyas posibles 

injerencias en las competencias autonómicas y negativas consecuencias para el 

tercer sector ya ha tomado conocimiento nuestro Consejo de gobierno. 

La “aplicación estricta” de los acuerdos mínimos aprobados, “además de entrar 

en conflicto de competencias, podría conducir a efectos lesivos para las 

comunidades autónomas tanto en la calidad de los servicios prestados como la 

viabilidad del ejercicio de la actividad económica en dicho sector, y provocar un 

desequilibrio territorial en su aplicación”. 

Por otra parte, el pasado 15 de julio se informó de una reforma expréss de la Ley 

39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 

a las Personas en situación de dependencia. Se utilizó como excusa el que se 



 
Presidencia 

 

 
 

 
 

 

53 
 

ha abierto una ventana de posibilidad en tramitación normativa (en el 

Anteproyecto de Ley que versa sobre discapacidad y modifica la Ley General de 

Discapacidad, ya presentado al Consejo Territorial). 

A nivel formal, nos parece que la Ley 39/2006, de Promoción de la Autonomía 

Personal y Atención a las Personas en situación de dependencia, tiene la 

suficiente entidad e importancia como para que sea reformada por una 

disposición adicional en otra ley. 

A nivel de contenidos, la reforma propuesta de la prestación de Asistencia 

Personal incide directamente en nuestro Decreto por el que se regula prestación 

económica de asistencia personal del sistema para la autonomía y atención a la 

dependencia en la Comunidad Autónoma de Andalucía, actualmente en 

tramitación, y que habrá que dejar en stand - by hasta ver qué sucede finalmente 

con esta reforma ahora propuesta de manera sorpresiva. 

 

41. VIOLENCIA DE GÉNERO 

Es necesaria la continuidad del Pacto por la Violencia de Género porque sigue 

siendo indispensable:  

a) Expira en septiembre de 2022 y, a día de hoy, aún no se dispone de 

ningún instrumento jurídico que garantice su continuidad. Es urgente su 

aprobación formal para poder prorrogar los contratos de carácter 

asistencial financiados con dicho Pacto, así como para mantener el resto 

de los proyectos sujetos al mismo. 

b) Es necesario incrementar los fondos del Pacto por la VG para financiar 

los gastos de personal y mantenimiento derivados de la puesta en marcha 

de los centros de atención integral 24 horas a víctimas de violencia sexual 

en Andalucía.  
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El Instituto Andaluz de la Mujer (IAM) recibe fondos del Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia exclusivamente para la 

compra de inmuebles destinados a dichos centros, si bien, es inviable 

utilizar los mismos para cubrir las necesidades de contratación de 

personal y de mantenimiento que generará la apertura de estos centros. 

Por ello, es imprescindible que pueda cubrirse dichos servicios con el 

Pacto por la Violencia de Género.  

 

42. MEJORA DE LA INTEROPERABILIDAD ENTRE EL INGRESO MÍNIMO VITAL 

Y LA RENTA MÍNIMA A TRAVÉS DE UN CONVENIO  

Seguimos insistiendo en:  

1. Pedir el acceso a los ficheros de la Agencia Tributaria para comprobar en 

tiempo real los ingresos de los solicitantes y poder gestionar la 

compatibilidad de ambas ayudas. 

2. El GOB está intentando que el Ingreso Mínimo Vital (IMV) se gestione a 

través de los Servicios Sociales Comunitarios, lo que provocará un colapso 

de las ayudas y lo acabará pagando el solicitante.  

Igualmente, se solicita expresamente la atención a las demandas trasladadas al 

Gobierno mediante el Acuerdo suscrito por la Consejería de igualdad, Políticas 

Sociales y Conciliación con todos los agentes implicados en el Ingreso Mínimo 

Vital (FAMP, UGT, CEA, Mesa del Tercer Sector, Consejo Andaluz de 

Trabajadores Sociales).  

Mediante la Renta mínima de inserción de Andalucía se continúa protegiendo a 

las personas que no atiende el Ingreso Mínimo Vital (IMV) y se mitiga el perjuicio 

que causa a las personas potencialmente beneficiarias del mismo la ausencia 

de una correcta y adecuada coordinación entre el Estado y las Comunidades 
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Autónomas y que está suponiendo una sobrecarga de trabajo inasumible para 

los Servicios Sociales Comunitarios sin que se hayan reforzado su financiación 

ni recursos humanos.  

Esto ha llevado a impulsar un Acuerdo con todos los agentes implicados en el 

Ingreso Mínimo Vital (FAMP, UGT, CEA, Mesa del Tercer Sector, Consejo 

Andaluz de Trabajadores Sociales) que ha sido remitido al Ministerio de 

Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, así como al Ministerio de Derechos 

Sociales y Agenda 2030 para su toma en consideración. Hasta la fecha se ha 

recibido el silencio por respuesta. 

 

43. AUMENTO DE LAS PRESTACIONES BÁSICAS DE SERVICIOS SOCIALES: 

APORTACIÓN DEL ESTADO A LA FINANCIACIÓN DE LAS PRESTACIONES 

BÁSICAS DE SERVICIOS SOCIALES  (PLAN CONCERTADO)  

El Convenio de Cooperación entre la Junta de Andalucía y el Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social se suscribe el 5 de mayo de 1988, prorrogándose 

desde 1989 hasta la fecha y establece la aportación de un tercio de la 

financiación total por cada administración (Estatal, Autonómica y Local).  

Si bien se reconoce el incremento de la aportación estatal en los dos últimos 

ejercicios, aún está lejos de alcanzar el 33% que le corresponde, lo cual supone 

una muy notable carga financiera para las administraciones Autonómica y Local.  

Se insta por tanto a intensificar la aportación Estatal hasta alcanzar el nivel de 

participación que le corresponde.  

Asimismo, atendiendo a la establecido en el Real Decreto 378/2022, de 17 de 

mayo, por el que se regula la concesión directa de subvenciones del Ministerio 

de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en el ámbito de la inclusión social, 

por un importe total de 102.036.066 euros, en el marco del Plan de 
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Recuperación, Transformación y Resiliencia, la Dirección General de Servicios 

Sociales está inmersa en el diseño de un proyecto piloto con una dotación 

máxima de 15 M€, para la puesta en marcha de itinerarios de inclusión social 

destinados a unidades familiares que se encuentran en situación de 

vulnerabilidad y/o exclusión social, y que tienen a su cargo a menores en 

situación de absentismo. Además, estas familias deberán ser perceptoras o 

potenciales beneficiarias del Ingreso Mínimo Vital o de la Renta Mínima de 

Inserción Social de Andalucía, y residir en algunas de las zonas desfavorecidas 

de Andalucía determinadas en el Acuerdo de 28 de agosto de 2018, del Consejo 

de Gobierno, por el que se aprueba la “Estrategia Regional Andaluza para la 

Cohesión e Inclusión Social”.  

El plazo de ejecución del proyecto tiene como fecha límite del 30 de noviembre 

de 2023, mientras que su evaluación no se extenderá del plazo de 31 de marzo 

de 2024.  

La forma prevista para articular este proyecto piloto es a través de la concesión 

directa de subvenciones de carácter excepcional a las entidades locales 

interesadas.  

 

44. NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES MIGRANTES NO ACOMPAÑADOS 

(NNAMNA) EN ANDALUCÍA 

La atención de las y los menores migrantes en el Sistema de Protección de la 

Junta de Andalucía se ajusta a las exigencias legales existentes.  

Según los datos facilitados por el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 

2030 en la última Comisión Sectorial de Infancia y Adolescencia del pasado 13 

de julio, en los últimos seis meses Andalucía ha atendido a 1.819 menores, muy 

por encima de las atenciones que se han dado en el resto de CCAA, 

exceptuando Canarias. Sirva de referencia que en los datos facilitados consta 
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que Cataluña ha atendido a 1.187, Madrid a 828, la Comunidad Valenciana a 

554, el País Vasco a 448, Murcia a 184, Baleares a 140, entre las más 

destacables por el número de atenciones realizadas. 

Desde el año 2018 a fecha actual, la puesta en marcha de nuevas plazas y 

servicios para atender a la juventud extutelada ha sido muy significativa. 

Respecto a los servicios de media intensidad, se ha pasado de 38 a 50 recursos. 

Respecto a la Alta Intensidad, en 2018 se disponía de 215 plazas, alcanzando 

en la actualidad 910 plazas, un incremento, respecto a 2018, superior al 300%. 

Estos recursos de mayoría cuentan con distintas fuentes de financiación: Fondos 

propios de la Consejería, Fondo Social Europeo, Pacto de Estado contra la 

violencia de género, programas financiados con el 0,7 del IRPF. 

La protección que debe darse a los NNAMNA es una consecuencia más de la 

escasa efectividad de las políticas migratorias nacionales y europeas.  

Para abordar este fenómeno se requiere un compromiso estatal y de la Unión 

Europea, que permita intervenir de manera íntegra sobre las causas de la 

inmigración infantil y adolescente. Se debe avanzar en contar con la implicación 

además del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, de al menos el 

Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Ministerio de 

Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, Ministerio del Interior, Ministerio de 

Educación y Formación Profesional, Ministerio de Sanidad y la Fiscalía General 

del Estado.  

La coordinación en esta área es fundamental en los repuntes de llegadas, que 

pueden colapsar los recursos existentes y en la atención que debe darse tras 

cumplir los 18 años. El presupuesto de la AGE debe contar con una dotación 

económica estable y suficiente, y no con un apoyo puntual ante situaciones de 

crisis migratoria, y además debe extender la financiación estatal a los programas 

de mayoría de edad para garantizar la inclusión social y laboral. Además, 

también debe incrementarse la financiación para el desarrollo en otras áreas y 
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competencias ministeriales, por ejemplo, si se pretende mejorar el procedimiento 

de la determinación de la edad. 

Las CC.AA no tienen posibilidad de controlar la entrada al sistema de protección 

de menores puesto que el control de fronteras es una competencia estatal, así 

pues, la AGE debe ir más allá de un apoyo puntual financiero y además debe 

extender la financiación estatal a los programas de mayoría de edad para 

garantizar la inclusión social y laboral. 

La Junta de Andalucía sigue siendo maltratada a la hora de recibir recursos por 

parte del Estado para afrontar el fenómeno migratorio, ya que el Gobierno sigue 

sin considerar a la comunidad autónoma frontera sur y la deja fuera de los 

refuerzos presupuestarios que sí otorga a otras comunidades o ciudades 

autónomas que también son frontera como Canarias, Ceuta y Melilla.  

 

45. IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE 

PROTECCIÓN INTEGRAL A LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA FRENTE 

A LA VIOLENCIA (LOPIVI)  

La disposición final vigésima de La Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI), 

establece que, en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta 

ley, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales los siguientes proyectos de ley: 

Un proyecto de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, dirigido a establecer, a través de los cauces previstos en la citada 

norma, la especialización tanto de los órganos judiciales como de sus titulares, 

para la instrucción y enjuiciamiento de las causas penales por delitos cometidos 

contra personas menores de edad. Tal especialización se realizará en orden a 

los principios y medidas establecidos en la presente ley. Con este propósito se 

planteará la inclusión de Juzgados de Violencia contra la Infancia y la 
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Adolescencia, así como la especialización de los Juzgados de lo Penal y las 

Audiencias Provinciales.  

Del mismo modo, el mencionado proyecto de ley orgánica dispondrá las 

modificaciones necesarias para garantizar la especialización dentro del orden 

jurisdiccional civil en Infancia, Familia y Capacidad. 

Un proyecto de ley de modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 

reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, a los efectos de 

establecer la especialización de fiscales en el ámbito de la violencia sobre la 

infancia y la adolescencia, conforme a su régimen estatutario. 

2. Las administraciones competentes regularán en idéntico plazo la composición 

y funcionamiento de los equipos técnicos que presten asistencia especializada a 

los órganos judiciales especializados en infancia y adolescencia, y la forma de 

acceso a los mismos de acuerdo con los criterios de especialización y formación 

recogidos en esta ley. 

Por otra parte, la disposición adicional primera de la citada Ley Orgánica dispone 

que el Estado y las comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán dotar a los Juzgados y Tribunales de los medios 

personales y materiales necesarios para el adecuado cumplimiento de las 

nuevas obligaciones legales. Asimismo, se deberá dotar a los Institutos de 

Medicina Legal, Oficinas de Atención a las Victimas, órganos técnicos que 

prestan asesoramiento pericial o asistencial y servicios sociales de los medios 

personales y materiales necesarios para el adecuado cumplimiento de los fines 

y obligaciones previstas en esta ley. 

A la vista de lo expuesto, ¿cuál es el horizonte temporal para la implementación 

de las medidas previstas en la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio?, ¿existe 

previsión presupuestaria al respecto? ¿se plantea un abordaje integral para el 

conjunto del Estado en la especialización de los y las profesionales que atienden 
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e intervienen con niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia, 

especialmente de violencia sexual? 

Del mismo modo, para posibilitar el desarrollo de la LOPIVI hay que contar con 

el Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía que tal y como se recoge 

en el artículo 26 de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de 

Andalucía, se articula funcionalmente en una red de prestaciones, servicios y 

recursos, estructurada en dos niveles de atención coordinados y 

complementarios entre sí: 

a) Nivel primario de servicios sociales. 

b) Nivel especializado de servicios sociales. 

Con la inversión presupuestaria actual, el sistema no puede dar cobertura a 

todas las necesidades ni ejercer en plenitud todas las funciones que tiene 

atribuidas en virtud de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, por lo que se hace 

imprescindible el incremento de las partidas presupuestarias destinadas a los 

servicios sociales de atención primaria, que permita a su vez el adecuado 

funcionamiento de los servicios especializados y el desarrollo de las políticas de 

infancia y adolescencia conforme al marco jurídico estatal y autonómico 

establecido. En este sentido, ¿existe una previsión del Gobierno de España para 

incrementar tales partidas presupuestarias destinadas a los servicios sociales de 

atención primaria? 

 

46. ASENTAMIENTOS CHABOLISTAS DE PERSONAS MIGRANTES EN LAS 

PROVINCIAS DE ALMERÍA Y HUELVA 

Con fecha 1 de julio de 2022, la Junta de Andalucía ha firmado un Protocolo 

general de actuación con la Secretaría de Estado para la Agenda 2030, el 

Ayuntamiento de Lepe y el Ayuntamiento de Moguer, para impulsar la 
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erradicación de asentamientos irregulares de personas trabajadoras temporeras 

en los municipios de Lepe y Moguer. 

El Protocolo tiene como objeto promover actuaciones, dentro de los ámbitos de 

competencias de las partes firmantes, que contribuyan a la erradicación de 

asentamientos irregulares de personas trabajadoras temporeras y a la 

integración residencial y sociolaboral de las personas que residen en dichos 

asentamientos, en la Comunidad Autónoma de Andalucía y de forma concreta 

en los municipios de Lepe y Moguer. 

Con posterioridad a la firma del protocolo la Secretaría de Estado ha informado 

que el municipio de Lucena del Puerto también está en disposición de 

incorporarse al proyecto. Tras la firma del protocolo general procede la 

suscripción de un Convenio que contemple y concrete la aportación de cada 

administración.  

 

47. ACCIÓN SOCIAL: ELIMINACIÓN DE LA CONGELACIÓN LEGAL DE LOS 

GASTOS DE ACCIÓN SOCIAL  

Desde el año 2017, las leyes de PGE y demás normas equivalentes vienen 

incluyendo un precepto de carácter básico que prohíbe incrementar los gastos 

de acción social con respecto a los del ejercicio anterior.  

Esta congelación está privando a Andalucía de una política de acción social real, 

ya que desde que las ayudas fueron suspendidas por la Ley 3/2012, de 21 de 

septiembre, de Medidas Fiscales, Administrativas, Laborales y en materia de 

Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de 

Andalucía, sólo es posible destinar 700.000 euros para más de 270.000 

empleados públicos.  
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La suspensión de las ayudas de acción social por la CAA en el año 2012 formó 

parte de las medidas de ajuste en materia de personal que se adoptaron para 

reducir el déficit y cumplir con los objetivos de estabilidad presupuestaria. Estos 

compromisos ya se han alcanzado. No se justifica, por tanto, mantener una 

medida de contención del gasto público que respondía a un contexto económico 

concreto. 

Por el contrario, en este momento es necesario hacer frente, mediante la 

concesión de ayudas económicas, a los graves efectos que la elevada inflación 

está provocando en muchos profesionales públicos, en especial en aquellos con 

rentas más bajas. Además, la Administración quiere dar cumplimiento al 

compromiso adquirido sobre calendario para la recuperación progresiva de los 

derechos suspendidos por la Ley 3/2012, de 21 de septiembre, que fijó el año 

2019 para la recuperación de las ayudas de acción social.    

 

48. EMPLEO: AUSENCIA DE COORDINACIÓN EN LAS POLÍTICAS ACTIVAS  

A. Falta de coordinación entre los ministerios responsables de la FP y de la 

FP para el Empleo al objeto de evitar a las CC.AA innecesarias cargas de 

trabajo. Se están generando enormes e innecesarias complejidades y 

cargas de trabajo a las CC.AA. (dobles registros, falta de un aplicativo 

común….) que son necesarias solucionar. 

B. La nueva de Ley de empleo, aún en trámite parlamentario, va a suponer un 

cambio importante en la manera en la que se configuran los servicios y 

programas de empleo, cuya gestión corresponde a las CC.AA, y en la 

misma línea se debiera avanzar en la coordinación con las políticas activas 

y pasivas de empleo.  

Como refuerzo a esta afirmación se puede ejemplificar la elaboración del 

Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en el que no se dio 
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cabida a las CC.AA, si bien luego la ejecución de los fondos se lleva a cabo 

por las mismas. Esta situación ha llevado a que en Andalucía nos 

encontremos con programas financiados con los MRR muy similares a 

otros que ya veníamos desarrollando, o que inciden sobre las mimas 

personas beneficiarias.  

Además, al ser su diseño ajeno a la gestión autonómica, se han establecido 

procedimientos de solicitud y concesión que se alejan de la tendencia 

actual de la administración andaluza de simplificación, optimización y 

automatización de procesos de tal manera que la gestión de ayudas se 

realice de una manera más eficaz y eficiente. 

 

49. ANULACIÓN DE LA REFORMA LABORAL DE 2012 SIN MEDIDAS 

ALTERNATIVAS QUE POSIBILITEN FLEXIBILIDAD LABORAL  

Hay que buscar solución a problemas que plantea la aplicación de la reforma 

laboral a determinados sectores profesionales y que tienen una especial 

incidencia en Andalucía, como es la agricultura.  

La reforma presenta un problema para el sector primario. Sobre todo, va a afectar 

entre otros a las campañas agrícolas, (frutos rojos y la aceituna) y especialmente 

a las empresas que acogen contingentes de trabajadores extranjeros, que ahora 

deben hacer un contrato fijo discontinuo, suponiendo ello graves problemas de 

gestión, de cara a futuros llamamientos.  

El contrato fijo discontinuo se ha venido desarrollando progresivamente en 

campañas muy largas, como las hortofrutícolas o en la ganadería, y si no se ha 

utilizado más hasta ahora es porque en el campo existe una intensa renovación 

de la plantilla.  
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El campo no es una fábrica que está permanentemente produciendo, sino que 

tiene como condición intrínseca la temporalidad, (no confundir con precariedad), 

al estar condicionado por la duración de las campañas y otras casuísticas como 

el clima, o la mayor o menor producción.  

Esperemos que el desarrollo reglamentario tenga en cuenta estas 

peculiaridades, y así se lo hemos trasladado desde Andalucía al Ministerio, 

porque entendemos que la reforma no responde a las necesidades del sector 

agrícola español.  

 

50. MEJORA DE LA FP PARA EL EMPLEO EN ANDALUCÍA 

Las acciones formativas de Formación Profesional para el Empleo pueden 

corresponderse con Certificados de Profesionalidad (formación formal) o 

especialidades no conducentes a certificados de profesionalidad, conocidas 

como Programas Formativos (formación no formal).  

Respecto a los Certificados de Profesionalidad, cuya competencia reside en el 

Ministerio de Educación y Formación Profesional, mencionar que los Reales 

Decretos con los que se regulan estos certificados, proponemos su 

actualización, ya que la gran mayoría, no se encuentran actualizados y 

adaptados a los cambios tecnológicos y profesionales del momento.  

En lo que se refiere a la FP para el Empleo, competencia del Servicio Público de 

Empleo Estatal (SEPE), constituye una política activa de empleo fundamental 

para fomentar la empleabilidad. Proponemos la ampliación del catálogo de 

programas formativos del SEPE.  
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51. AUSENCIA DE CONSENSO EN LA LEY ORGÁNICA 3/2020, DE 29 DE 

DICIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 2/2006, DE 3 

DE MAYO, DE EDUCACIÓN (LOMLOE)  

La norma se aprobó sin la debida participación de Andalucía, entre otras CCAA, 

en su desarrollo, y a las que corresponde su implantación.  

Ya solicitamos participar en su desarrollo reglamentario, no produciéndose. 

Además, una parte muy importante de la normativa como son los reales decretos 

de currículo, se han publicado muy tarde (entre febrero y abril de 2022).  

Las CCAA no sólo no han participado, sino que se han visto obligadas a tener 

que desarrollar la normativa autonómica (decreto y orden) en cuestión de meses 

y a tener que publicar normativa de menor rango (instrucciones) para poder 

cumplir el calendario en el curso 22/23.  

Esta forma de trabajo no respeta los mínimos principios de coordinación 

institucional y ofrece una tremenda inseguridad jurídica.  

Además, por otro lado, quedan pendientes cuestiones relativas a la financiación 

de las medidas propuestas por la LOMLOE como las relativas a la atención a la 

diversidad y la lucha contra el abandono y el fracaso escolar. 

Por último, resaltar que el respeto a la red de centros privados concertados es 

un requerimiento, dado que, para Andalucía, es complementaria y no subsidiaria, 

y su alumnado debe tener los mismos recursos que el de la red pública. 

 

52. FONDO INFANTIL 0-3 DENTRO DEL MECANISMO DE RECUPERACIÓN Y 

RESILIENCIA (MRR) PARA 2023 Y AMPLIACIÓN DE ESOS PROGRAMAS 

HASTA 2024 

Los fondos MRR son y están siendo una oportunidad para la mejora del sistema. 
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El montante que va a llegar a Andalucía en los próximos años (unos 800 M€), es 

preciso adaptarlo a las necesidades del sistema educativo andaluz.  

En este sentido, una de las medidas propuestas por el Ministerio (creación de 

12.000 plazas de educación infantil de 0 a 3 años en centros públicos, con una 

dotación para Andalucía de 120 M€) no responde a la situación actual en nuestra 

comunidad: tenemos 125.000 plazas disponibles, con una demanda actual en 

torno a las 85.000. La oferta de dichas plazas se encuentra, en su mayor parte, 

en pequeñas empresas, donde fundamentalmente trabajan mujeres.  

Optar por incrementar las plazas en centros públicos podría suponer la pérdida 

de más de 12.000 empleos directos.  

La apuesta en Andalucía ha sido la de solicitar poder destinarlos a aumentar la 

bonificación en el precio de la escolarización, que en el curso 2021/22 la 

bonificación media del alumnado alcanza el 75% del precio de los citados 

servicios, llegando a ser gratuitos para el 50% del alumnado escolarizado.  

Como el Ministerio no ha permitido que se destinen estos recursos hacia esa 

mejora de las ayudas a las familias, la Consejería ha diseñado un plan para 

invertir esos fondos este año y los sucesivos mediante la tramitación de una 

subvención a los Ayuntamientos para la construcción de nuevas escuelas 

Infantiles en los municipios y pedanías en los que no haya actualmente oferta de 

primer ciclo. También se han destinado a las Escuelas Infantiles de titularidad de 

la Junta de Andalucía, para que reestructuren sus espacios y puedan ampliarlos. 

No obstante, seguimos exigiendo que tanto estos fondos como los que puedan 

venir en el futuro puedan destinarse a avanzar hacia la gratuidad del 0-3.  

Además, pedimos que se amplíe la financiación de los programas incluidos en 

en el MRR (ampliación de plantilla de orientadores, el plan de digital de Aulas del 

futuro, programa Transfórmate, crecimiento de la Formación Profesional). 
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53. PROFESORES TÉCNICOS DE FORMACIÓN PROFESIONAL 

Andalucía ha pedido al Ministerio de Educación y Formación Profesional que 

prorrogue hasta enero de 2026 la fecha límite para que el personal interino del 

Cuerpo de profesores técnicos de FP pueda acreditar la titulación exigida para 

el desempeño del puesto. 

Igualmente, es necesario que se garantice financiación adicional para que las 

CCAA puedan afrontar esta integración con las máximas garantías. Así, ha 

recordado que la diferencia retributiva va con efectos retroactivos debido al 

retraso por parte del Gobierno central de poner en marcha el Real Decreto que 

desarrolla la integración de este profesorado. El importe estimado de la misma 

es de unos 24 M€. 

 

54. ACCESO A LA FUNCIÓN DOCENTE (MIR DOCENTE) 

Consideramos que el procedimiento selectivo para el acceso a la función 

docente está desfasado y necesita actualizarse ya que no permite seleccionar a 

las personas que poseen las competencias profesionales más adecuadas.  

Asimismo, se debe actualizar la normativa de acceso docente para terminar el 

perjuicio de ciertos colectivos y adaptarlo a las nuevas titulaciones (Modificación 

RD 2015 acceso para acceder por créditos de materia en lugar de por áreas de 

conocimiento). 

 

55. AUMENTAR LAS PLAZAS OFERTADAS DE FUNCIONARIOS HABILITADOS 

DE CARÁCTER NACIONAL  

Volvemos a solicitar que se oferte un mayor número de plazas de funcionarios 

habilitados de carácter nacional.  
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Persiste un desfase importante entre el número de estos funcionarios y el de 

puestos a cubrir, debiendo hacer uso las Entidades Locales de nombramientos 

accidentales de funcionarios propios de la corporación o interinos. 

Además, en el artículo 19 de los Presupuesto Generales del Estado para 2021, 

en relación con la Oferta de Empleo Público, se limita a una tasa de reposición 

del 100% que entendemos insuficiente.  

 

56. ASIGNACIÓN DE UN PERTE AL SECTOR DEL TURISMO 

El Sector del Turismo se identifica dentro de las áreas clave para el futuro de la 

economía, contribuyendo de forma clara al crecimiento económico y el empleo. 

Es necesario un PERTE específico para este Sector por haber sido el más 

castigado en la pandemia y la crisis producida y más ante el horizonte incierto 

que se avecina en plena evolución de recuperación. 

 

57. APOYO AL SECTOR TURÍSTICO A TRAVÉS DE LA REDUCCIÓN DEL IVA  

Se trata de una medida acometida por otros países europeos.  

Consideramos necesario la reducción del tipo impositivo del 21 % al 4 o 5 %, lo 

que contribuiría a impulsar la competitividad del turismo en Andalucía de cara al 

próximo otoño e invierno.  

58. PLAN DE APOYO AL SECTOR AEROESPACIAL 

La industria aeroespacial es clave para Andalucía tal y como avalan los datos 

que la componen: más de 140 empresas, que facturan más de 2.000 millones 

de euros y dan empleo directo a más de 12.000 profesionales.  
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España no cuenta con una planificación industrial centrada en el sector 

aeroespacial, lo contrario que en Europa, que cuenta con importantes 

actuaciones de apoyo en los principales países, disponiéndose de ayudas 

públicas en materia de I+D+i. 

Es necesario que desde el Gobierno de España se pongan en marcha 

actuaciones que impulsen y fortalezcan este sector, con iniciativas en el marco 

del PERTE del Sector Aeroespacial. Asimismo, seguimos reclamando el refuerzo 

de la carga de trabajo de AIRBUS y el compromiso en este sector con Andalucía.  

 

59. UNA VERDADERA ESTRATEGIA MINERA  

A pesar de anunciar en varias ocasiones que ya habían finalizado los trabajos y 

trámites y que estaban en disposición de aprobar y publicar la “Hoja de Ruta para 

la gestión sostenible de las materias primas minerales”, el Ministerio para la 

Transición Ecológica y el Reto Demográfico no ha hecho público aún este 

instrumento de política minera nacional, que además, requerirá de la posterior 

implementación de sus medidas, entre las que se encuentra la actualización 

normativa de la legislación básica estatal. 

Insistimos en la necesidad de:  

➔ Elaborar una Estrategia Minera Española, en línea con el impulso que se 

está dando desde el ámbito europeo.  

➔ Impulsar y agilizar la tramitación de una nueva normativa reguladora del 

régimen básico de la minería sostenible en España.  

La existencia de una amplia normativa provoca la generación de conflictos en 

relación con los expedientes, lo que incide en la seguridad jurídica para los 

inversores potenciales, los promotores actuales y los funcionarios que 

intervienen en la tramitación. 
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La iniciativa con las CCAA se paró por el MITECO y no avanza desde hace más 

de 2 años. 

 

60. UN PACTO DE ESTADO POR LA INDUSTRIA QUE CUENTE CON LAS CCAA 

En la pasada Conferencia Sectorial de Industria celebrada el pasado 04 de julio 

de 2022 se incluyó en el orden del día un punto sobre la presentación por parte 

de los agentes sociales del Pacto de Estado por la Industria que incluía un 

documento denominado “bases para el pacto de Estado por la Industria” 

aprobado por el denominado Foro de alto nivel de la Industria Española.  

En dicho documento no aparece reflejado el papel de las CCAA en Industria ni 

hasta el momento se les ha dado participación. Es más, aparece como corolario 

que se debe reforzar al Ministerio de Industria dotándolo de suficientes 

atribuciones e instrumentos. 

Las CCAA son las competentes en materia de Industria por lo que es de gran 

relevancia que éstas participen de primera mano en la elaboración del Pacto de 

Estado, así como que éste recoja la realidad de la Administración industrial en el 

país y el papel protagonista de las CCAA. 

 

61. COMPROMISO PARA EL RESCATE A ABENGOA 

En el pasado mes de junio se conoció el rechazo de la SEPI a la solicitud de 

ABENGOA de la ayuda del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas 

estratégicas para la operación de rescate por 249 M€.  

ABENGOA es una compañía que destaca internacionalmente por su innovación 

y liderazgo en energías renovables, medio ambiente, agua e infraestructuras y 
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que destaca igualmente por la cantidad y calidad del empleo que generan sus 

actividades, con más de 11.000 personas trabajadoras. 

Tan solo unos días después del rechazo de la SEPI, la Junta de Andalucía 

ofrecía su colaboración al Estado, a través de su ministra de Industria, para 

mostrar el compromiso de todas las Administraciones en reunión celebrada el 04 

de julio, constituyéndose un grupo de trabajo al efecto. Ese mismo día, se 

conocía que tanto la Seguridad Social como la Agencia Estatal Tributaria habían 

iniciado procedimientos de reclamación ejecutiva de deudas que rondan los 100 

M€, lo cual puede condicionar cualquier actuación de rescate. 

La Junta de Andalucía ha ofrecido su leal colaboración y pide un fuerte 

compromiso del Estado en un apoyo que garantice la viabilidad de la compañía. 

 

62. IMPULSO AL SECTOR NAVAL EN LA BAHÍA DE CÁDIZ 

El sector naval en la provincia de Cádiz atraviesa momentos de gran dificultad 

por su escasa carga de trabajo en los astilleros civiles y las escasas perspectivas 

a día de hoy en los astilleros militares. 

El PERTE Naval es “claramente insuficiente” ya que plantea una inversión 

pública de únicamente 310 M€, dividida en varios años para toda España cuando 

solamente en Andalucía hemos identificado proyectos que supondrían una 

inversión de 673 M€, centrados básicamente en la provincia de Cádiz. 

Para Andalucía el sector naval tiene un gran valor estratégico, además por 

concentrarse en una zona con graves problemas de desempleo como es la 

Bahía de Cádiz. Es por ello, que hemos puesto en marcha un plan andaluz de 

impulso al sector (Plan de cadena de valor CRECE Industria del sector naval en 

Andalucía) en el que se ha previsto 20 M€ y que buscará reforzar su sector 
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auxiliar haciéndolo más competitivo, y pondrá en marcha en los próximos meses 

el Centro de Fabricación Avanzada (CFA), con casi 17 M€. 

Sin embargo, para conseguir el mayor efecto es necesaria una mayor apuesta 

de NAVANTIA por sus astilleros de la Bahía de Cádiz para la construcción de 

barcos, además de para el desarrollo de proyectos de energías renovables. Uno 

de los proyectos que podría ser transformador para la industria naval andaluza 

es el de la construcción de un buque sostenible y ecoeficiente para el transporte 

de tropas para el Ejército de Tierra propulsado mediante combustibles 

ecológicos. Este último sería un proyecto tractor de futuro para Cádiz que con 

250 M€ ha sido destacado por la propia compañía NAVANTIA. 

 

63. REFUERZO DE LA PLANTA DE SANTA BÁRBARA EN ALCALÁ DE 

GUADAÍRA 

Durante el pasado mes de febrero se produjo un grave conflicto laboral ante la 

decisión comunicada por la compañía Santa Bárbara Sistemas de trasladar la 

producción del vehículo blindado Dragón 8x8 desde su fábrica de Alcalá de 

Guadaíra en Sevilla hacia otra planta de la compañía en Trubia (Asturias), así 

como por el despido de parte de su plantilla de la planta de Sevilla (21 despidos).  

Desde la Junta de Andalucía se ha tratado en todo momento de apoyar la 

continuidad de las actividades de la factoría de Sevilla, considerando además su 

impacto en la industria auxiliar. En una carta remitida por el propio presidente 

andaluz a la ministra de Defensa se alertaba de la situación. 

En el mes de marzo, la compañía llegó a un acuerdo con las principales 

organizaciones sindicales por el que se comprometía a que la reorientación de 

las actividades industriales de Alcalá de Guadaira no afectaría al empleo en el 

medio plazo. 
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En las reuniones de seguimiento que se mantienen desde la Junta de Andalucía 

con la compañía se ha detectado la necesidad de que desde el Ministerio de 

Defensa sea especialmente sensible con el impacto industrial de sus decisiones 

de inversión en lo referente a la planta de Alcalá de Guadaíra y para ello 

supondría un inestimable apoyo el priorizar la modernización de carros de 

combate y de sus vehículos de apoyo (España tiene unos 1.000 vehículos 

denominados M113 que requieren ser renovados) e impulsar igualmente el 

desarrollo de los sistemas de “contramedidas” de los vehículos del Ejército de 

Tierra, entre otros proyectos de desarrollo y modernización del equipamiento. 

 

64. INSTALACIÓN DE CENTROS DE DISEÑO Y PRODUCCIÓN PARA EL PERTE 

DE SEMICONDUCTORES 

Ante la creciente demanda de semiconductores en sectores clave como la 

automoción o los electrodomésticos y la necesidad de acelerar la autonomía en 

la fabricación de chips, el PERTE de microelectrónica y semiconductores tiene 

como objetivo reforzar las capacidades de diseño y producción de la industria de 

la microelectrónica y los semiconductores en España desde una perspectiva 

integral y favorecer la autonomía estratégica nacional y de la UE en este sector. 

Se prevé que movilice una inversión pública de 12.250 M€ hasta 2027 y active a 

su vez un importante volumen de inversión privada. 

Consideramos que Andalucía es estratégica para la instalación de centros de 

diseño y producción que contempla el citado PERTE de semiconductores. 

Contamos con: 

1. Capacidad de diseño y productiva de las empresas ubicadas en el parque 

Tecnológico de Andalucía, Málaga TechPark. 
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2. Capacidad de atracción de empresas tecnológicas, así como de talento 

en el entorno de la ciudad de Málaga.  

3. Capacidad en I+D, en especial de las universidades de Málaga y Sevilla, 

que son referencia nacional.  

4. Las sinergias que puedan construirse entre este sector y el potencial 

existente en inteligencia artificial en la región, en especial en Granada, 

con la capacidad tractora de la Universidad de Granada en este ámbito. 

 

65. ESTADO DE LAS RELACIONES ESPAÑA-MARRUECOS Y LA FUNDACIÓN 

TRES CULTURAS DEL MEDITERRÁNEO COMO CANAL DE DIÁLOGO 

PERMANENTE  

Desde Andalucía hemos visto con gran preocupación las dificultades de las 

relaciones España-Marruecos, dadas las relaciones de buena vecindad que han 

de existir entre ambos países.  

 Nos intranquiliza en este momento que el Gobierno de España no haya atendido 

las sucesivas peticiones de la Junta Andalucía en relación a los fondos europeos 

para cooperación trasfronteriza España-Marruecos (que afectan especialmente 

a Andalucía y Canarias), cuyo programa debería haber sido ya aprobado por la 

Comisión Europea y que, en estos momentos, está en serio riesgo de no 

materializarse.  

Consideramos que la Fundación Tres Culturas del Mediterráneo puede jugar un 

destacado papel en las relaciones España-Marruecos, más aún cuando el 

Gobierno de España se ha incorporado a su Patronato.  
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66. BREXIT- CAMPO DE GIBRALTAR  

Las cuestiones ligadas a las relaciones futuras con Gibraltar, en lo que al BREXIT 

se refiere, están ligadas a la negociación de la UE y el Reino Unido.  

El Gobierno de España ha optado por una negociación pragmática, 

encapsulando la cuestión de la soberanía, de cara a centrarse en los problemas 

económicos y sociales de la zona.   

Se ha de diseñar un marco estratégico que posibilite la mejora de la zona del 

Campo de Gibraltar, abundando en la puesta en valor de su importancia 

geoestratégica y teniendo presente:  

 La implicación de la Administración Central a través del establecimiento de un 

régimen fiscal especial para el Campo de Gibraltar.  

• Que se destinen a la zona parte de los 250M€ que España va a recibir de 

la Reserva de Ajuste Brexit como territorio especialmente afectado por la 

retirada del Reino Unido.  

 

67. RESERVA DE AJUSTE BREXIT 

Comporta una cuantía de 250 M € de fondos de la UE y su distribución debería 

atender a una estrategia común del Gobierno de España y de la Junta de 

Andalucía para que parte de ellos lleguen de manera efectiva a la zona del 

Campo de Gibraltar.  
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68. PREVISIONES EN MATERIA DE MIGRACIONES  

En diciembre de 2021 se realizó una modificación legislativa encaminada a 

sentar las bases para el nuevo modelo de acogida e integración para personas 

solicitantes de protección internacional y refugiadas.  

EN 2021, por parte del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, 

ha conformado el nuevo sistema de acogida, sobre la base de:  

➔ La participación de las CC.AA. en los itinerarios de integración de las 

personas solicitantes y beneficiarias de protección internacional. 

➔ El aumento del número de plazas de acogida del sistema, en particular, las 

estatales. 

➔ La participación de entidades a través del concierto. 

➔ El apoyo de la Agencia de Asilo de la UE. 

➔ Y el sistema de protección reforzada centrado en los más vulnerables. 

En el sistema actual de acogida hay algunas deficiencias que se deben corregir 

o matizar, como son:  

1. El diferente ritmo que siguen el procedimiento de obtención del asilo 

dependiente del Ministerio del Interior. 

2. La respuesta a situaciones concretas y de especial vulnerabilidad de algunas 

personas.  

3. La rigidez en la asignación de plazas y en la gestión de los itinerarios de 

inclusión. 

4. La inexistencia de sistemas de evaluación de los procesos de atención social 

o sistemas de indicadores de integración social. 
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5. Los riesgos que asumen las entidades sociales en la rapidez de respuesta 

del sistema ante una situación de crisis de personas refugiadas y a la 

sostenibilidad económica del sistema. 

Ante este escenario, Andalucía necesita conocer cuándo, cómo y con qué apoyo 

financiero se hará el traspaso competencial (solo señalar que no es un traspaso 

competencial, tal cual, el Estado ha estado haciendo suya una competencia que 

no le correspondía, y lo que tiene que hacer es ejecutar una Sentencia del T.S. 

que ganó Cataluña en ese sentido). Conocer cómo se quiere articular el nuevo 

modelo y si para ello se pretende realizar una o varias actuaciones piloto, el 

territorio andaluz debería albergar una. 

 

69. MIGRACIÓN CIRCULAR DE TEMPORERAS MARROQUÍES PARA LA 

CAMPAÑA DE LA FRESA DE HUELVA 

El convenio entre la ANAPEC y el Ministerio de Empleo y Seguridad Social que 

aprueba el contingente de temporeras para la campaña de la fresa, siendo un 

buen modelo de migración circular y ejemplo de colaboración con Marruecos, 

presenta debilidades evidentes en su desarrollo.  

La mayor debilidad es la inexistencia de cauces de coordinación oficiales, la 

información que ha de trasladarse sobre el volumen del contingente y su destino 

para poder, así, planificar la atención desde los servicios sanitarios y sociales en 

caso de necesidad.  

No obstante, y en aras de mejorar la estancia de estas mujeres en la provincia 

de Huelva, la DGCPPMM puso en marcha en 2019 un Servicio de Mediación 

Sociosanitario para estas temporeras. Este ha sido el cuarto año consecutivo 

que ha estado funcionando y que ayuda al desarrollo de una atención digna a 

estas mujeres durante la campaña en el ámbito sociosanitario.  
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Es de resaltar la importancia de esta figura de las mediadoras, sobre todo en 

estos años de pandemia. Este año 2022, el Servicio de Mediación sociosanitaria 

para temporeras marroquíes se presta a través de un contrato de licitación 

abierta que durará hasta 2024 con Cruz Roja Española. La mayor dotación del 

contrato ha permitido la contratación de 7 mediadoras que están trabajando 

desde enero de 2022, con una distribución comarcal de los puntos de atención 

que recorre toda la provincia y una unidad móvil de atención de emergencias de 

24 horas.  

 

70. LAS LLEGADAS A COSTAS ANDALUZAS DE FLUJOS MIGRATORIOS 

Estamos ante una realidad de carácter estructural y constante de la que 

preocupan diferentes aspectos:  

➔ La detección de personas solicitantes de protección internacional, asilo y/o 

refugio, de menores no acompañados, de posibles víctimas de trata. 

➔ La existencia de personas que quedan en situación irregular y la irregularidad 

sobrevenida de personas a las que se les deniega solicitud de protección 

internacional.  

➔ La atención de las necesidades básicas de personas inmigrantes en situación 

de vulnerabilidad, no expulsables.  

La intervención para atender a la población inmigrada frente a una emergencia 

social y sanitaria de la Covid-19, ejemplificó un sistema de coordinación entre 

administraciones único en todo el territorio español.  Existen desafíos que hay 

que afrontar, entre otros: 

✓ Mejorar la coordinación entre las diferentes administraciones públicas y con 

la iniciativa ciudadana organizada.  
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✓ Fortalecer el sistema de acogida de la CAA y definir su modelo. 

✓ Resolver la asignación competencial entre Estado y CCAA en materia de 

atención protección internacional, refugio y asilo y los recursos financieros 

correspondientes. 

✓ Fomentar las redes solidarias de apoyo a las personas refugiadas. 

✓ Atender colectivos con gran vulnerabilidad en los terrenos laboral, 

educativo o habitacional, ligados a situaciones de infancia migrante no 

acompañada, víctimas de Trata o de explotación laboral y/o sexual y las 

que solicitan medidas de Protección Internacional, infravivienda o 

chabolismo.   

 

71. DECLARACIÓN DE ZONA DE ESPECIAL SINGULARIDAD PARA EL CAMPO 

DE GIBRALTAR  

Se ha solicitado al Estado, por parte de la Policía y de la Guardia Civil, y en 

reunión con el Ministerio del Interior, se ha comprometido a ello en enero de 

2022, la declaración del Campo de Gibraltar como zona de especial singularidad. 

Esta declaración conllevaría incentivos económicos, plus vacacional, aumento 

de plantillas y medios y preferencia en movilidad geográfica, entre otras 

cuestiones. 

Sobre esto, el propio Gobierno de la Nación ha expresado: "La declaración de 

Zona de Especial Singularidad debe convertirse en una herramienta que el 

Ministerio del Interior debe poner en marcha para reforzar la seguridad pública 

allí donde sea necesario e impulsar otras medidas que den soporte a esta 

cuestión". Transcurridos varios meses, no se avanza en este tema, pese a que 

es considerado extremadamente urgente. 
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72. MEMORÁNDUM (MOU) EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE DENTRO DE 

LAS NEGOCIACIONES ESPAÑA - REINO UNIDO CON MOTIVO DEL BREXIT 

Y CONSECUENCIAS PARA LA ZONA 

Este Memorándum comportaría una especie de Comisión bipartita centrada en 

buscar soluciones a los diferentes aspectos medioambientales en la zona, tales 

como bunkering, residuos, rellenos o barcos científicos.  

Se plantea que en los temas sin posibilidad de entendimiento en la Comisión se 

pueda elevar al órgano de Gobernanza del Acuerdo de Relación Futura con 

Gibraltar que debe negociarse y celebrarse entre el Reino Unido y la UE.  

Existen dos temas de relevancia para el Gobierno de España circunscritos a este 

instrumento que afectan a Andalucía como autoridad con competencia en la 

materia son:  

➔ La Evaluación del impacto Transfronterizo de determinadas operaciones 

o proyectos. Consideramos que se podría establecer un sistema parecido 

el existente en Portugal.  

➔ Residuos sólidos. Entendemos que, tras la retirada del Reino Unido de la 

UE, en aplicación del Convenio de Basilea, es el Ministerio el que debe 

otorgar los permisos pertinentes para el traslado de residuos a España 

desde el peñón para su tratamiento, ya que es el competente. 

 

73. FONDO EXTRAORDINARIO COVID Y DISTRIBUCIÓN JUSTA  

El reparto del fondo COVID del año 2020 se realizó bajo unos criterios 

unilateralmente fijados por el Ministerio de Hacienda que perjudicaron 

manifiestamente a Andalucía al asignarle casi 600 M€ menos de lo que hubiese 

resultado de aplicar un reparto por población ajustada tal y como el que se utilizó 

para el año 2021. 



 
Presidencia 

 

 
 

 
 

 

81 
 

En la regulación dada por el Real Decreto 22/2020 de este Fondo de 16.000 

millones de euros se fijaron unos criterios unilaterales, distintos a los 

consensuados en las primeras conferencias sectoriales de sanidad. El resultado 

para Andalucía fue negativo. 

Andalucía recibió por el Fondo Covid de 2020, 2.199 M€, el 13,7% del total pese 

a contar con el 18% de la población; de esta forma el reparto por andaluz es de 

261 €, cuando la media de España se eleva a 340 € por habitante. El agravio es 

manifiesto. 

En el reparto del Fondo Covid de 2021, en cambio desde el Ministerio se ha 

fijado un reparto por población ajustada, y por tanto de los 13.486 millones de 

euros se le asigna a Andalucía 2.357 millones, realizando un reparto equitativo 

para todas las CCAA. Si en 2020 el Ministerio hubiese aplicado este criterio, 

Andalucía habría obtenido 597 millones de euros más de los que fueron 

asignados. 

Por tanto, en el reparto del Fondo Covid de 2021 no se agravia a Andalucía, pero 

tampoco corrige o compensa el agravio del reparto del Fondo 2020. 

 

74. SIMPLIFICACIÓN Y MEJORA DEL REAL DECRETO-LEY 5/2021 DE 12 DE 

MARZO, DE MEDIDAS EXTRAORDINARIAS DE APOYO A LA SOLVENCIA 

EMPRESARIAL EN RESPUESTA A LA PANDEMIA DE LA COVID-19 

El Gobierno de España no atendió las propuestas y recomendaciones que desde 

las CCAA sugerimos para la mejora de las ayudas Covid a las empresas y 

autónomos. Una vez más el ministerio redactaba una norma (Real Decreto-ley 

5/2021) de espaldas a las Comunidades Autónomas que en última instancia son 

las que tienen que ejecutar, tramitar y comprobar la aplicación de estas 

subvenciones.  
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El resultado deja en evidencia al Gobierno de España (pese a sus reticencias a 

dar transparencia sobre la eficacia de la medida):  se estima que, de los 7.000 

millones de dotación del programa, entre 2.000 y 2.500 millones volvieron a 

manos del Gobierno de la Nación, en lugar de llegar a las empresas y 

autónomos, habida cuenta de los requisitos impuestos que  por un lado dejaban 

fuera a buena parte de las empresas y autónomos, y por otro  provocaba una 

gestión farragosa tanto para administración como para los beneficiarios.  

Por tanto, proponemos reinvertir las cantidades no dispuestas con una nueva 

línea de ayuda a pymes y autónomos, utilizando en este caso una vía 

consensuada con los sectores y administraciones que permita hacer de manera 

ágil los recursos a los sectores más afectados como ya propusimos el año 

pasado. 

Además, proponemos que se reevalúen las medidas de apoyo financiero para 

mejorar las condiciones de las empresas que accedieron a financiación con aval 

público, dado que las empresas que se vieron obligadas a endeudarse a causa 

de una situación sobrevenida como fue la irrupción de la pandemia COVID, están 

haciendo frente a la tensión financiera de la devolución de esta deuda a la vez 

que afrontan un escenario económico en la que la recuperación ha sido menor 

que la esperada, con previsiones de desaceleración en los próximos meses y 

soportando actualmente unos niveles de inflación no conocidos en las últimas 4 

décadas, a la que se suma ahora la dificultad provocada por el incremento del 

coste de nueva financiación derivada de la subida de tipos de interés ante las 

decisiones de política monetaria decidida por el Banco Central Europeo para 

luchar contra la inflación. 
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75. MODIFICACIÓN DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL Y CIVIL Y LA 

LEY DE BASES DE RÉGIMEN LOCAL (OCUPACIÓN)  

Insistimos en pedir al Gobierno de España modificar la Ley de Bases de 

Enjuiciamiento Criminal y Civil que permita agilizar los procesos del lanzamiento 

de los okupas, así como la modificación del Código Penal para el endurecimiento 

del delito de usurpación. También es preciso modificar la Ley de Bases de 

Régimen Local para evitar el empadronamiento de los okupas en el municipio. 

 

76. RECTIFICAR EL ANUNCIO DEL GOBIERNO DE ESPAÑA DE LIMITAR EL 

PRECIO DEL ALQUILER DE LAS VIVIENDAS   

Solicitamos al Gobierno de España que no intervenga el precio del alquiler, se 

trata de una medida intervencionista e ineficaz que, allí donde se ha aplicado, en 

algunos países y ciudades europeas ha fracasado y, ha creado el efecto 

contrario.  

Consideramos que la solución viene de la mano de políticas que fomenten la 

construcción de viviendas asequibles, como está haciendo el Gobierno andaluz 

con tres convocatorias en marcha para la construcción de viviendas en alquiler 

a precio asequible, programas que lleva a cabo en colaboración 

con Ayuntamientos, Diputaciones y también de promotores privados, así como 

el Programa Ecovivienda. 
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77. MAYOR IMPLICACIÓN DE LA SUBDELEGACIÓN DEL GOBIERNO DE 

ESPAÑA Y DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO EN LA LUCHA 

CONTRA LAS VIVIENDAS PLANTACIONES DE CANNABIS 

La proliferación de viviendas con plantaciones de cannabis, se va extendiendo 

por toda la geografía andaluza, con el consiguiente daño a vecinos que 

haciendo uso de su derecho legal tienen su residencia habitual en esos 

edificios. Muchas de estas actividades ilegales son descubiertas como 

consecuencia de incendios provocados por acometidas ilegales que 

alimentaban precarios cuadros de luz al que enganchan focos halógenos de 

gran potencia, aparatos de aire acondicionado y el aparataje necesario para el 

cultivo intensivo de cannabis. 

Desde el gobierno andaluz, se estima necesario el incremento de la acción de 

la Subdelegación del Gobierno en la vigilancia e inspección de estas viviendas 

a las que se les da un uso fraudulento en la consecución de posibles delitos 

contra la salud y defraudación de fluido eléctrico. 

 

78. PROCEDIMIENTO PARA ELEGIR A LOS 12 MIEMBROS DE PROCEDENCIA 

JUDICIAL DEL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL  

El 28 de mayo de 2001 se suscribió por PP y PSOE el Pacto de Estado para la 

Reforma de la Justicia que recogía un nuevo sistema de elección del CGPJ.  

En febrero y octubre del 2020,  el Grupo Parlamentario Ciudadanos y el Grupo 

Parlamentario Popular, respectivamente,  presentaron en el Congreso de los 

Diputados una Proposición de Ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para el refuerzo de la independencia 

judicial, en la que se planteaba que la elección de los 12 vocales jueces, 
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actualmente nombrados por las Cortes (6 por el Congreso y 6 por el Senado), 

sea mediante voto secreto y directo de todos los Jueces y Magistrados del 

Estado, para garantizar la imparcialidad de su actuación.  

Las citadas Proposiciones de Ley fueron rechazadas, por lo que se solicita dar 

cumplimiento al Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia suscrito en el 

año 2001.  

 

79.  AUMENTAR LAS PLAZAS JUDICIALES EN ANDALUCÍA  

España continúa en su línea de país con una gran judicialización de los conflictos 

donde no se acude a métodos de resolución alternativos, lo que origina una 

sobreutilización del proceso y sobrecarga innecesaria en los Juzgados. 

Andalucía ha recuperado el volumen de litigiosidad previa a la pandemia. En 

concreto, la tasa de litigiosidad supera en un 8% a la media estatal (en el 

conjunto del Estado ha sido de 132,3 asuntos por cada 1.000 habitantes durante 

2021, y en Andalucía dicha tasa es de 144,1 asuntos, la segunda más alta de 

España.) 

En este contexto la Junta de Andalucía ha realizado un esfuerzo inversor 

importante en relación con el refuerzo de efectivos en la Administración de 

Justicia durante los dos últimos años. Una inversión sin precedentes en Justicia 

con un presupuesto total de 15 M€ (en lo social, mercantil, primera instancia, 

mixtos y penal). Refuerzo que afecta a 302 órganos judiciales de Andalucía, con 

la novedad de órganos mixtos y Fiscalía. 

Ha sido una medida, sin duda, positiva, aunque no consideramos que haya 

incidido por igual en la tasa de congestión de todos los partidos judiciales, pues 

ello habría exigido duplicar señalamientos, contar con más salas de vistas, 

mejores medios telemáticos, etcétera. Aun así, seguimos invirtiendo en Planes 
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de Choques como el que se iniciará en septiembre de 2022 y que mantendremos 

hasta final de año.  

Así, proponemos las siguientes medidas: 

➔ Mantenimiento por parte del Ministerio de Justicia de los refuerzos de 

Jueces y Letrados de la Administración de Justicia en la jurisdicción 

social, el tiempo necesario para que esta jurisdicción garantice una tutela 

judicial efectiva.  

➔ Incremento de las creaciones de unidades judiciales que se realizan 

anualmente 

➔ Colaboración estatal para la mejora de las sedes judiciales y poder llevar 

a cabo la adaptación de estas a la nueva Ley de Eficiencia Organizativa 

que está redactando el Ministerio de Justicia.  

➔ Reivindicamos la implantación de mecanismos de mediación para la 

solución de conflictos. 

 

80. REVISIÓN DE LA LEY DE PATRIMONIO 

La legislación existente precisa ser revisada a los efectos de hacer compatible 

la protección del patrimonio con el desarrollo económico.  

Se trata de una normativa que incide principalmente en los municipios, y la 

aproximación a la realidad patrimonial ha evolucionado, con lo que tiene que 

plasmarse en la legislación al efecto.  
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81. ESTATUTO DEL ARTISTA 

Atendiendo a la conformación del sector, consideramos necesaria una nueva 

normativa que proporcione a sus profesionales mayor estabilidad y seguridad.  

Desde septiembre de 2021 se ha creado una Comisión Interministerial para el 

Desarrollo del Estatuto del Artista.  

Según el Gobierno de España su intención es ir aprobando medidas que vayan 

conformando lo que llamamos Estatuto del Artista. No se ha contado con la 

participación de las comunidades autónomas.  

A día de hoy no se ha aprobado el Estatuto del Artista, aunque sí se han 

avanzado algunas de sus medidas a través del Real Decreto-Ley 5/2022 que 

adapta el régimen de la relación laboral de las personas dedicadas a las 

actividades artísticas.  

 

82. MEDIDAS TRIBUTARIAS PARA FAVORECER LA CULTURA 

Insistir en la bajada del IVA al 7% como en otros países europeos, caso de 

Alemania, como medida para promover la cultura como elemento vertebrador y 

cohesionador de nuestra sociedad.  

 

83. LEY DE MECENAZGO 

Abundar en la competencia que asiste al Gobierno de España para disponer 

medidas impositivas que incentiven a la inversión empresarial en la cultura.  
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84. DECLARAR LA CULTURA COMO BIEN ESENCIAL 

Seguimos avalando la necesidad de que la cultura sea considerado un bien 

esencial, considerado como un instrumento de protección y fortalecimiento de 

esta, al mismo tiempo que se alinea con otros países europeos que así la 

consideran.  

 

85. MEJORAS EN LA INSTITUCIONES CULTURALES DE TITULARIDAD 

ESTATAL Y GESTIÓN AUTONÓMICA 

Demandamos la implicación del Gobierno de España en el mantenimiento y 

mejoras de nuestros museos, bibliotecas y archivos, con planificación y 

presupuestos. Un buen instrumento para impulsar medidas sería la constitución 

de mesas de trabajo sectoriales.  

 

86. INCREMENTAR LA COLABORACIÓN EN EL TEATRO DE LA MAESTRANZA 

Se trata de uno de los centros de España, con una acreditada proyección 

internacional y que no está dotado con la financiación al nivel de otros en 

nuestro país.  

El Ministerio de Cultura y Deportes aporta 12,2 M€ al Teatro Real de Madrid y 

9,3 M€ al Liceu de Barcelona, mientras que el Teatro de la Maestranza recibe 

2,2 M€. 

 

 



 



28 DE JULIO DE 2022


